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    CAPÍTULO PRIMERO




    EL RECURSO DE AMPARO




    I- GENERALIDADES Y FINALIDAD DEL RECURSO DE AMPARO




    SUMARIO: I- A) Papel de la Constitución, Tribunal Constitucional, Tribunal Supremo y demás órganos jurisdiccionales. B) Finalidad del recurso de amparo y límites de la competencia del Tribunal Constitucional. C) El recurso de amparo en relación con la protección de los derechos fundamentales en la aplicación del derecho comunitario y convenios internacionales en España. D) La declaración de inconstitucionalidad. II- El recurso de amparo y requisitos para su admisión y procedencia: E) Carácter subsidiario del recurso de amparo (art.53.2 CE). F) Requisitos para la interposición del recurso de amparo. 1º) Iniciación del proceso constitucional: De la demanda de amparo; Plazo de interposición y lugar de presentación. 2º) Legitimación para interponer el recurso: a) Legitimación activa de los particulares y personas jurídicas; b) de los Sindicatos; c) Organizaciones; d) de las Asociaciones; e) de los Entes Públicos; f) de los Extranjeros. 3º) Agotar la vía judicial previa mediante la utilización de los recursos útiles y posibles antes de acudir al proceso de amparo constitucional: a) Agotar los recursos útiles que pudieran resultar razonablemente útiles y adecuados para la obtención del fin con que se impetra el amparo. b) Pronta y formal invocación temporánea previa del derecho constitucional supuestamente vulnerado y su interpretación flexible y finalista. c) Momento de la invocación. 4º) Incidencias del requisito del agotamiento de la vía judicial en relación con algunos recursos y el criterio del TC al respecto.




    A) PAPEL DE LA CONSTITUCIÓN, TRIBUNAL CONSTITUCIONAL, TRIBUNAL SUPREMO Y DEMÁS ÓRGANOS JURISDICCIONALES




    LA CONSTITUCIÓN (en adelante CE): Es la norma suprema y fundamental que establece y fundamenta un orden de convivencia política general y muy especialmente en materias de derechos fundamentales y políticas. Tiene la supremacía sobre todo el Ordenamiento Jurídico, y en virtud de esa supremacía, es el “contexto” obligado al que ha de referirse la aplicación de las leyes, teniendo los jueces y tribunales el deber de ejercer su función de conformidad con los valores, principios y derechos fundamentales y ello, no sólo en los supuestos de interpretación declarativa de las normas jurídicas, sino también en la llamada “interpretación integradora”, cuando así lo imponga la adecuación de la norma a la Constitución y, muy especialmente, a los derechos fundamentales y libertades públicas que la misma reconoce y consagra. Es la norma suprema que se afirma de modo inequívoco y general en su art.9.1, donde se dice que “los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución”.




    Como Norma Suprema del Ordenamiento, la Constitución no admite igual ni superior, sino sólo normas que le están jerárquicamente sometidas en todos los órdenes. Cualesquiera otras normas del Ordenamiento español, tienen su fundamento jurídico en la Constitución Española y es una cuestión tan elemental y de principio que no admite discusión. Y el Tribunal Constitucional ha hecho una declaración en relación con la Constitución Europea: “Que la Constitución es la norma suprema del Ordenamiento español es cuestión que, aun cuando no se proclame expresamente en ninguno de sus preceptos, se deriva sin duda del enunciado de muchos de ellos, entre otros de sus artículos (en adelante art/s) 1.2;9.1;95;161;163;167;168 y disposición derogatoria, y es consustancial a su condición de norma fundamental; supremacía o rango superior de la Constitución frente a cualquier otra norma y en concreto frente a los Tratados Internacionales. Pues bien, la proclamación de la primacía del derecho de la Unión por el art.I.6 del Tratado no contradice la supremacía de la Constitución. Primacía y supremacía son categorías que se desenvuelven en órdenes diferenciados. Aquélla, en el de la aplicación de normas válidas; ésta, en el de los procedimientos de normación. La supremacía se sustenta en el carácter jerárquico superior de una norma y, por ello, es fuente de validez de las que le están infra ordenadas, con la consecuencia, pues de la validez de éstas, si contravienen lo dispuesto imperativamente en aquélla. La primacía, en cambio, no se sustenta necesariamente en la jerarquía, sino en la distinción entre ámbitos de aplicación de diferentes normas, en principio válidas, de las cuales, sin embargo, una o unas de ellas tienen capacidad de desplazar a otras en virtud de su aplicación preferente o prevalente debida a diferentes razones. Toda supremacía implica, en principio, primacía, salvo que la misma norma suprema haya previsto, en algún ámbito, su propio desplazamiento o inaplicación. La supremacía de la Constitución es, pues, compatible con regímenes de aplicación que otorguen preferencia aplicativa a normas de otro Ordenamiento diferente del nacional siempre que la propia Constitución lo haya así dispuesto, que es lo que ocurre exactamente con la previsión contenida en su art.93, mediante el cual es posible la cesión de competencias derivadas de la Constitución a favor de una institución internacional así habilitada constitucionalmente para la disposición normativa de materias hasta entonces reservadas a los poderes internos constituidos y para su aplicación a éstos. En suma, la Constitución ha aceptado, ella misma, en virtud de su art.93, la primacía del Derecho de la Unión en el ámbito que a ese Derecho le es propio, según se reconoce ahora expresamente en el art.I.6 del Tratado”.




    TRIBUNAL CONSTITUCIONAL: La Constitución está garantizada por el tribunal constitucional (en adelante TC), que es el guardián de las garantías constitucionales y es el intérprete y garante último de la Constitución y no protege el cumplimiento de la ley sino la Constitución, de manera que su interpretación se impone a todos los poderes públicos. Siendo intérprete supremo de la Constitución y, con ella, de todas las leyes en su contraste con la Norma fundamental como condición para el enjuiciamiento de su validez, es por lo que, los fundamentos jurídicos de sus resoluciones son el locus para las razones de la interpretación que, en cada caso, justifica el decisum sobre la validez de la norma enjuiciada, y es obvio que sólo ahí ha de buscarse el juicio de constitucionalidad que merezca la interpretación cualificada pretendida por el legislador para la norma que se juzga. La Constitución atribuye de forma exclusiva al TC la competencia y la jurisdicción para declarar, con eficacia erga omnes, la inconstitucionalidad de las leyes. Es la norma suprema que se afirma de modo inequívoco y general en su art.9.1, donde se dice que “los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución”.




    El Tribunal Constitucional es el órgano jurisdiccional superior en materia de garantías constitucionales e intérprete supremo de la Constitución y no un órgano consultivo y por ello no puede sustituir o rectificar el criterio judicial ni le compete enjuiciar o corregir los razonamientos judiciales o el modo de expresarlos, ni le corresponde determinar cuál sea la interpretación preferible cuando son posibles distintas interpretaciones judiciales de la legalidad ordinaria, sino determinar si lo decidido, resuelto o actuado vulnera un derecho fundamental (1).




    El TRIBUNAL SUPREMO (en adelante TS): Es el supremo intérprete de la legalidad ordinaria y tiene como función la de perfilar la doctrina legal con valor complementario del Ordenamiento Jurídico así como la y de preservar la homogeneidad jurisprudencial, mediante el establecimiento por el Tribunal Supremo de una doctrina legal, vinculante para Jueces y Tribunales inferiores, sirviendo con ello al objetivo de que la ley sea igual en todo el territorio nacional (arts.14 y 139.1 CE) y al principio de seguridad jurídica (art.9.3 CE), al tiempo que dota de contenido real a la supremacía del Tribunal Supremo, en todos los órdenes jurisdiccionales, salvo lo dispuesto en materia de garantías constitucionales(art.123.1 CE), una supremacía que se traduce en la doctrina legal cuya función complementaria del Ordenamiento Jurídico con valor normativo reconocido en el Código Civil (art.1.6) (2).




    LOS JUECES Y TRIBUNALES ORDINARIOS: Son los guardianes naturales y primeros garantes de los derechos fundamentales y libertades ciudadanas y a ellos les corresponde la interpretación y la aplicación de la legalidad, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, sin que el Tribunal constitucional pueda interferir ni garantizar el acierto en el desempeño de la misma. Los Jueces y Tribunales constituyen uno de los poderes del Estado administrando la justicia que emana del pueblo en nombre del Rey, estando sometidos únicamente al imperio de la Ley, con arreglo al art.117.1 CE. Al actuar así han de interpretar las Leyes que han de aplicar, esto es han de descubrir su sentido y alcance, y esa tarea, muy difícil, compleja y comprometida, está sometida al control de los correspondientes recursos y a la censura social, como lo están los otros dos Poderes del Estado y la Administración que está también controlada por los Tribunales respecto de la potestad reglamentaria y de la legalidad de su actuación conforme al art.106 en relación especialmente con el 103 de la CE.




    La independencia judicial (art.117.1 CE) permite que los órganos judiciales inferiores en grado discrepen, mediante un razonamiento fundado en Derecho, del criterio sostenido por Tribunales superiores e incluso de la jurisprudencia sentada por el Tribunal Supremo (art.1.6 del Código civil), si fuere el caso, sin que con ello se vulnere el principio de igualdad en aplicación de la ley, al tratarse de órganos judiciales diferentes, y tampoco el derecho a la tutela judicial efectiva, con la excepción, justamente, del supuesto de la doctrina legal que establezca el Tribunal Supremo al resolver el recurso de casación en interés de ley, precisamente por los efectos vinculantes que tiene para los órganos judiciales inferiores en grado, supuesto excepcional en que estos órganos judiciales quedan vinculados a la “doctrina legal correctora” que fije el Tribunal Supremo, so pena de infracción del art.24.1 CE por inaplicar el precepto legal con el contenido determinado por esa doctrina legal que les vincula por imperativo legal.




    En consecuencia, debido al carácter subsidiario del recurso de amparo, hay que dejar actuar en primera línea a los jueces y tribunales que uno a uno ejercen y en conjunto conforman el Poder Judicial, por ser los primeros guardianes naturales de los derechos fundamentales y las libertades ciudadanas. Y como titulares exclusivos que son de la potestad de juzgar, deben cuidar con especial atención de no desconocer o inadvertir el alcance constitucional que pueda tener su interpretación y aplicación de las disposiciones legales a fin de que, puesto de manifiesto en el proceso ese alcance o relevancia, pueda acomodar éstas a las exigencias constitucionales. La jurisdicción ordinaria no puede, al interpretar y aplicar la ley, olvidar la existencia de la Constitución, ni puede prescindir la jurisdicción constitucional del análisis crítico de la aplicación que la jurisdicción ordinaria hace de la ley cuando tal análisis es necesario para determinar si se ha vulnerado o no alguno de los derechos fundamentales o libertades públicas cuya salvaguardia le esté encomendada. Así como La jurisdicción constitucional no puede suplantar a la ordinaria en su función de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado, pues en tal caso infringiría lo dispuesto en el art.117.3 CE y es que el Tribunal Constitucional no se constituye en nueva instancia revisora acerca de los hechos, pues por imperativo del art.44.1-b) de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (en adelante LOTC), le está vedado entrar a conocer de los mismos, cuya determinación corresponde precisamente a los órganos de la jurisdicción ordinaria cuando se solicita su tutela (3).




    B) FINALIDAD DEL RECURSO DE AMPARO Y LÍMITES DE LA COMPETENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL




    El art.41.1 de la LOTC establece que el recurso de amparo protege frente a las violaciones de los derechos y libertades fundamentales originadas en disposiciones, actos jurídicos, omisiones y vías de hecho de los poderes públicos (y su art.54 es un recordatorio) y en su apartado segundo establece que en dicho proceso constitucional no pueden hacerse valer otras pretensiones que las dirigidas a restablecer o preservar los derechos o libertades. Por lo que se deduce que el proceso de amparo, es un verdadero proceso del que conoce un auténtico órgano jurisdiccional (art.1.2 LOTC), y se dirige contra decisiones, resoluciones o vías de hecho, pero no frente a los razonamientos en que dicen sustentarse, de modo que si lo decidido no supone la vulneración de un derecho fundamental, no cabrá pretender su declaración de nulidad, que es el pronunciamiento típico de las Sentencias que otorgan el amparo, con arreglo al art.55.1 a) LOTC.




    La finalidad esencial del recurso de amparo es la protección, en sede constitucional, de los derechos y libertades constitucionales, cuando las vías ordinarias de protección han resultado insatisfactorias. Junto a este designio proclamado en el art.53.2, aparece también el de la defensa objetiva de la Constitución, sirviendo de este modo la acción de amparo a un fin que trasciende de lo singular. Quiere ello decir que todos los problemas que no guardan directa relación con las susodichas vulneraciones de derechos constitucionales tienen necesariamente que quedar al margen del recurso de amparo. Por ello, el TC actúa como intérprete supremo (art.1 LOTC), no protege el cumplimiento de la ley, sino el de la Constitución, de manera que su interpretación de los preceptos constitucionales, es decir la definición de la norma, se impone a todos los poderes públicos. De igual modo que los arts.9.3 y 53 de la CE, no gozan de la protección del recurso de amparo, por estar fuera del catálogo de los derechos fundamentales protegidos en tal vía.




    La función del recurso de amparo no es otra que proteger a los ciudadanos de las violaciones concretas (reales y efectivas y no las meramente hipotéticas o formales) frente a los derechos fundamentales reconocidos en los arts.14 a 29 CE, dando efectividad a esos derechos permitiendo restablecerlos y preservarlos cuando se ha alegado una vulneración concreta y efectiva de los mismos. Por ello, el TC ha requerido como presupuesto inexcusable de la petición de amparo que ésta se formule en razón de la existencia de una lesión efectiva, real y concreta a un derecho fundamental, lo que no sucede cuando lo que se contiene en la demanda es la mera invocación de un hipotético daño potencial (4).




    El amparo constitucional es una garantía procesal no sólo subsidiaria de la judicial, sino en sí misma extraordinaria y cuyo disfrute, por tanto no garantiza la Constitución en la generalidad de los casos, es por lo que el TC no se le considera una tercera instancia jurisdiccional ni está configurado como última instancia ni tiene una función casacional, operantes una y otra en el ámbito de la legalidad ordinaria, sino que su función se circunscribe a la protección de los derechos y libertades fundamentales. El recurso de amparo no tiene carácter cautelar, ni alcanza a proteger eventuales lesiones no producidas todavía, sino un remedio subsidiario y último que únicamente cabe interpretar cuando ya haya tenido lugar la lesión.




    El amparo constitucional no es la vía adecuada para solicitar y obtener un pronunciamiento abstracto y genérico sobre la constitucionalidad de determinado criterio de interpretación de la norma. Tampoco es un cauce para acusar una infracción legal o de doctrina jurisprudencial ajena a toda violación de derechos o libertades fundamentales; ni es el idóneo para preservar el mantenimiento de la doctrina jurisprudencial; ni es cauce idóneo para pretender y obtener la unificación de los criterios discrepantes por los órganos judiciales que puedan mantener en la interpretación de las normas jurídicas; ni es un instrumento para corregir, en términos objetivos y abstractos (dado que el amparo es de carácter esencialmente subjetivo de dicho recurso como vía de protección de derechos y libertades), los errores en que los órganos judiciales hayan podido incurrir en el acierto selección, interpretación y la aplicación de las normas aplicadas o afirmar la existencia de interpretaciones alternativas más favorables (ya que el amparo no es una casación en interés de ley o de apelación universal), sino exclusivamente un cauce de protección de los derechos fundamentales y libertades públicas que se relacionan en el art.53.2 CE. No habrá lugar a conceder el amparo solicitado cuando, aun siendo errónea la resolución judicial impugnada, no se pudiera identificar en la misma lesión alguna en cualquiera de los derechos y libertades garantizados. Tampoco la unificación de la jurisprudencia es ni puede ser la finalidad del recurso de amparo; ni la violación del principio de seguridad jurídica (art.9.3 CE), si lo es de una manera autónoma y de retroactividad de las disposiciones no favorables o restrictivas de derechos contenidos en el art.9.3 CE son invocables en amparo; ni el recurso de amparo es vía adecuada para asegurar la uniformidad de la doctrina legal o la consistencia dogmática de las motivaciones contenidas en las sentencias diversas, sino sólo para evitar la contradicción de resoluciones que resuelven casos idénticos o equiparables, al igual que la doctrina de los actos propios, queda fuera del ámbito del amparo ni el laudo arbitral puede ser objeto directo de impugnación por medio del recurso de amparo ya que el TC carece de jurisdicción para enjuiciar el laudo arbitral en sí mismo considerado, sólo en la medida en que las supuestas vulneraciones alegadas sean referibles a la actuación del órgano jurisdiccional que conoció del recurso frente al laudo, estará justificado que el TC enjuicie una eventual lesión del derecho a la tutela judicial efectiva; ni una lesión de origen extrajudicial tiene acceso al amparo si no va mediada por un acto judicial y al que habrá que imputar la lesión del derecho fundamental por no corregir la lesión denunciada; lo mismo que las costas procesales que es una cuestión de mera legalidad sin relevancia constitucional, cuyo enjuiciamiento corresponde en exclusiva a los tribunales ordinarios.




    No corresponde al TC revisar la valoración, con carácter general, los hechos declarados probados y el derecho aplicado en la resolución judicial impugnada (ya que la ponderación de los distintos elementos de prueba y la valoración de su significado y trascendencia en orden a la fundamentación del fallo corresponde a los jueces y tribunales ordinarios) sino controlar la razonabilidad del discurso que une la actividad probatoria y el relato fáctico que de ella resulta, salvo que hubiera resultado arbitraria, irrazonable o errónea; ni contra actos u omisiones de los órganos judiciales y no es su finalidad ni puede serlo revisar los juicios de legalidad que pronuncien los tribunales ordinarios ni entrar a conocer de los hechos que dieron lugar a que se produjeran los procesos, lo que prohíbe taxativamente el art.44 de LOTC ya que no resulta posible pretender que el TC imponga a los juzgados ordinarios el uso de la facultad que les atribuye el art.163 CE, ni La jurisdicción constitucional puede suplantar a la ordinaria en su función de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado, pues en tal caso infringiría lo dispuesto en el art.117.3 CE, ni a la del orden contencioso-administrativo en la tarea de controlar la legalidad de la actuación administrativa, ya que en ese supuesto actuaría en abierta contradicción con lo previsto en el art.106.1 de la norma fundamental. Tampoco el TC es un órgano ante el cual se pueda exigir responsabilidad de los titulares de órganos administrativos y judiciales la aplicación e interpretación de las leyes que es competencia exclusiva de esos mismos órganos en tanto que como consecuencia de la aplicación de los preceptos legales o de la interpretación que de los mismos se hace, no resulta vulnerado un precepto constitucional, pues las vulneraciones de preceptos jurídicos que no entrañen la violación de una norma constitucional sólo pueden ser corregidas dentro del propio poder judicial a través del sistema de recursos que el Ordenamiento contempla y, en último término, en cuanto esté abierto el acceso ante él, por el TS que es el órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes, salvo lo dispuesto en materia de garantías constitucionales (art.123.1 CE).




    En resumen, la jurisdicción de amparo que la CE concibe es el mecanismo para la reparación de los derechos fundamentales. En efecto, de acuerdo con el art.53.2 CE, cualquier ciudadano puede recabar la tutela de los derechos y libertades (reconocidos en los artículos 14 a 29 de la CE) “ante los tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el TC”. El art.41 LOTC, por su parte, afirma que tales derechos “serán susceptibles de amparo constitucional”. Y, en concordancia con lo anterior, el apartado tres de este artículo especifica que las pretensiones que se pueden hacer valer a través de un recurso de amparo son “las dirigidas a restablecer y preservar los derechos o libertades por razón de los cuales se formuló el recurso”. Estas pretensiones deben ser reparadas, en principio, por la jurisdicción ordinaria, ya que los derechos y libertades fundamentales informan la totalidad del Ordenamiento, y sólo “en su caso” por el TC por medio del recurso de amparo. Así pues la finalidad esencial con lo que la Constitución y la doctrina han dotado al recurso de amparo, no es otra que “la reparación de vulneraciones de derechos y libertades fundamentales concretamente producidas a los recurrentes, hasta el punto de quedar excluida la posibilidad de interponer recurso de amparo cuando su finalidad no sea la tutela de un derecho. Es cierto que “junto a este designio, proclamado en el art.53.2, aparece también el de la defensa objetiva de la Constitución, sirviendo de este modo la acción de amparo a un fin que transciende de lo singular. Para ello, el TC actúa como intérprete supremo (art.1 LOTC), de manera que su interpretación de los preceptos constitucionales, es decir, la definición de la norma, se impone a todos los poderes públicos”. En definitiva, según su diseño constitucional y procesal, la función esencial del recurso de amparo consiste inequívocamente en la tutela de los derechos subjetivos. El recurso de amparo como se decía anteriormente, es utilizable, en su caso, para la protección de aquellos derechos cuando entienda el justiciable que no han sido reparados por la jurisdicción ordinaria.




    A continuación se detalla, de forma sintetizada, las funciones primordiales del Recurso de Amparo y del TC y los que no tienen cabida en dicho recurso:




    1º) La protección de la constitución. Como el TC actúa como intérprete supremo, su cometido es la de proteger la Constitución y no la Ley, de manera que su interpretación de los preceptos constitucionales, es decir, la definición de la norma, se impone a todos los poderes públicos quienes quedan vinculados a la Constitución (5).




    2º) Protección de los derechos y libertades fundamentales restableciendo y preservando estos derechos frente a lesiones concretas y efectivas y no las meramente hipotéticas o futuras. El recurso de amparo constitucional, que consagra el art.161 CE y que reconoce y regula la ley Orgánica de este Tribunal (LOTC) en su art.2 y en los arts.41 y ss., tiene como finalidad esencial la de restablecer y a preservar en sede constitucional el libre ejercicio y en caso de violación de los derechos y libertades reconocidos en los arts.14 a 29 y a la objeción de conciencia a que se refiere el párrafo 2º del art.30 de la Constitución. Por lo que todos los problemas que no guardan directa relación con las susodichas vulneraciones de derechos constitucionales tienen necesariamente que quedar al margen del recurso de amparo ya que no se pueden hacer valer otras pretensiones que las dirigidas a restablecer o preservar esos derechos o libertades. Junto a este designio proclamado en el art.53.2, aparece también el de la defensa objetiva de la Constitución, sirviendo de este modo la acción de amparo a un fin que trasciende de lo singular.




    El recurso de amparo, no es un instrumento apto ni para corregir interpretaciones abstractas de las normas supuestamente erróneas o indebidas ni para satisfacer pretensiones declarativas de futuras lesiones de derechos, en tanto no se hayan traducido en violaciones efectivas, ni tampoco para oponerse a lesiones meramente posibles o hipotéticas, sino solo y exclusivamente (art.41.3 LOTC) para resolver sobre pretensiones dirigidas “ a restablecer o preservar los derechos fundamentales cuando se ha alegado una vulneración concreta y efectiva de los mismos”. Por ello, el TC ha requerido como presupuesto inexcusable de la petición de amparo que ésta se formule en razón de la existencia de una lesión efectiva, real y concreta a un derecho fundamental, lo que no sucede cuando lo que se contiene en la demanda es la mera invocación de un hipotético daño potencial (6).




    3º) De los arts.9.3 y 53 de la constitución. Los arts.9.3 y 53 de la CE, así como el art.117 no son invocables y, por lo tanto, no gozan de la protección del recurso de amparo, por estar fuera del catálogo de los derechos fundamentales protegidos en tal vía, según precisamente determina el último de ellos, en su apartado segundo (7).




    4º) De la impugnación abstracta de disposiciones generales. El recurso de amparo no permite una impugnación abstracta de disposiciones generales que conduzca a una declaración de nulidad con efectos erga omnes, al margen y con independencia de la existencia o no de una lesión concreta y actual de un derecho fundamental, al ser el recurso de amparo de carácter esencialmente subjetivo y como vía de protección de derechos y libertades. Procederá el examen de las disposiciones generales en este tipo de recurso sólo en cuanto prius necesario para determinar si se han violado derechos fundamentales protegidos por esta vía. El recurso de amparo no ha sido constituida para reparar infracciones de preceptos, sino vulneraciones de derechos fundamentales aludidos en el art.53.2 CE, y no es una vía procesal adecuada para solicitar y obtener un pronunciamiento abstracto y genérico sobre pretensiones declarativas respecto de supuestas interpretaciones erróneas o indebidas aplicaciones de preceptos constitucionales, sino sólo y exclusivamente sobre pretensiones dirigidas a restablecer o preservar los derechos fundamentales cuando se ha alegado una vulneración concreta y efectiva de los mismos (8).




    5º) De las disposiciones reglamentarias. Es reiterada la doctrina de que sólo cabe recurso de amparo frente a disposiciones legales o reglamentarias cuando la presunta lesión del derecho fundamental derive directa e inmediatamente de las disposiciones impugnadas y el objeto del recurso de amparo ha de referirse necesariamente a lesiones concretas y efectivas de derechos fundamentales. Este carácter esencialmente subjetivo que lo define impide que este proceso pueda ser considerado una vía adecuada para realizar el control abstracto de la constitucionalidad de ninguna clase de normas, concretamente, de una disposición de carácter general de las reglamentarias, pues ese control corresponde hacerlo a los jueces de la jurisdicción ordinaria y no al TC (9).




    6º) Que no es una tercera instancia. Según ha afirmado el TC en reiteradas ocasiones, el recurso de amparo no está configurado como última instancia que tenga función casacional y como una tercera instancia jurisdiccional a la que corresponde revisar los juicios de legalidad que pronuncien los tribunales ordinarios ni entrar a conocer, con carácter general, los hechos que dieron lugar a que se produjeran los procesos ni en los hechos declarados probados (lo que prohíbe taxativamente el art.44 LOTC) ni en el derecho aplicado en la resolución judicial impugnada o respecto al modo como los órganos de la jurisdicción ordinaria interpretan las leyes, o contra actos u omisiones de los órganos judiciales, sino que su función se circunscribe a la protección de los derechos y libertades reconocidos en los arts.14 a 29 de la Constitución y de la objeción de conciencia. Así pues, la jurisdicción constitucional no puede suplantar a la ordinaria en su función de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado, pues en tal caso infringiría lo dispuesto en el art.117.3 CE. No hay que olvidar que el amparo constitucional es una garantía procesal no sólo subsidiaria de la judicial, sino en sí misma extraordinaria y cuyo disfrute, por tanto, no garantiza la Constitución en la generalidad de los casos (10).




    7º) De la infracción legal o de doctrina legal. El amparo es una institución constitucional que se articula para la garantía de las libertades y derechos que dice el art.53.2 y, entre ellos, el de igualdad, el de acceso a la jurisdicción y al proceso debido y a la libertad sindical. Y que el art.41 de LOTC define su ámbito, su finalidad y se cuida de dejar bien claro que no pueden hacerse valer en él otras pretensiones que las dirigidas a restablecer o preservar los derechos o libertades por razón de los cuales se formula el amparo. Por lo que:




    • El amparo no es una vía para acusar una infracción legal o de doctrina jurisprudencial ajena a toda violación de derechos o libertades fundamentales.




    • El amparo no es el idóneo para preservar el mantenimiento de la doctrina jurisprudencial.




    • No es finalidad del amparo la unificación de la jurisprudencia.




    • El recurso de amparo no es vía adecuada para asegurar la uniformidad de la doctrina legal o la consistencia dogmática de las motivaciones contenidas en las sentencias diversas, sino sólo para evitar la contradicción de resoluciones que resuelven casos idénticos o equiparables (11).




    8º) De la unificación de criterios. Según los arts.161 CE y 41 LOTC, el recurso de amparo es un proceso que tiene por objeto proteger los derechos fundamentales y libertades públicas referidos en el art.53.2 CE, frente a las violaciones originadas por disposiciones, actos jurídicos o vías de hecho de los poderes públicos, siendo por tanto, ajena al mismo la forma en que se aplique la legalidad ordinaria, lo cual corresponde en exclusiva a los jueces y tribunales, según el art.117.3 CE, siempre y cuando no venga fundada en interpretación incompatible con la protección debida a dichos derechos y libertades. Conforme a ello, la vía procesal del amparo constitucional no es cauce idóneo para pretender y obtener la unificación de los criterios discrepantes que los órganos judiciales puedan mantener en la interpretación de las normas jurídicas (12).




    9º) De la motivación y razonamientos jurídicos de las sentencias. El recurso de amparo se orienta a la reparación de efectivas vulneraciones de los derechos fundamentales y no la depuración objetiva de aquellos vicios que puedan concurrir en la acción de los poderes públicos, desprendiéndose así inequívocamente de los arts.41, 54 y 55 de LOTC. Y no procede que el TC corrija los razonamientos judiciales que carecen de efecto práctico sobre el fallo de la resolución judicial. Tampoco es vía adecuada para asegurar la uniformidad de la doctrina legal o la consistencia dogmática de las motivaciones contenidas en las sentencias, sino sólo para evitar la contradicción de resoluciones que resuelven casos idénticos o equiparables. Como una de sus funciones, el TC ha de limitarse a comprobar si las resoluciones recurridas pueden considerarse una respuesta válida desde la perspectiva del derecho fundamental a obtener la tutela judicial efectiva, pero no pronunciarse sobre las cuestiones de fondo planteadas en la vía judicial (13).




    10º) De la seguridad jurídica. El principio de seguridad jurídica no es invocable en amparo. Por imperativo de los arts.53.2 CE y 41.1 LOTC, y como reiteradamente ha declarado el TC que, el principio de seguridad jurídica y de retroactividad de las disposiciones no favorables o restrictivas de derechos contenidos en el art.9.3 CE quedan extramuros del amparo. Denunciada una violación del principio de seguridad jurídica (art.9.3 CE), si lo es de una manera autónoma carece de viabilidad en este tipo de procesos constitucionales de amparo, y, si se alega anudado al derecho del art.24.1 CE, sólo en el ámbito de este derecho cabe darle respuesta (14).




    11º) De las infracciones procedimentales. El recurso de amparo no es una vía orientada a corregir cualquier infracción procedimental, sino exclusivamente aquellas que produzcan, efectivamente, la lesión de un derecho fundamental (15).




    12º) De los errores en la selección, interpretación y aplicación de las normas. De acuerdo con una continuada doctrina constitucional, la aplicación e interpretación de las leyes es competencia de los juzgados y tribunales determinados por las leyes y no incumbe al TC (al no ejercer como una tercera instancia ni tampoco funciones casacionales), sustituir a los jueces y tribunales ordinarios en el ejercicio de la facultad de interpretación y aplicación de la Ley, subsumiendo en las normas los hechos que se llevan a su conocimiento, que, con carácter exclusivo, les atribuye el art.117.3 CE; ni dirimir polémicas doctrinales o judiciales; ni puede terciar en la simple discrepancia o en las divergencias o posibles errores que surjan al respecto entre los tribunales en orden a la selección, interpretación y aplicación de la legalidad ordinaria ni tampoco decidir cuál de las posibles interpretaciones de legalidad es la correcta o afirmar la existencia de interpretaciones alternativas más favorables a los acusados, ya que por razones de competencia sólo pueden ser corregidas a través de los recursos correspondientes y contemplados por Ordenamiento dando así paso al órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes (que es el Tribunal Supremo), a pronunciarse y no resulta posible pretender que el TC imponga a los juzgados ordinarios el uso de la facultad que les atribuye el art.163 CE. Y como ha afirmado el TC, en reiteradas ocasiones, que el recurso de amparo constitucional no es un instrumento para corregir, en términos objetivos y abstractos, los errores en que los órganos judiciales hayan podido incurrir en la aplicación y en la interpretación de las normas, sino exclusivamente un cauce de protección de los derechos fundamentales y libertades públicas que se relacionan en el art.53.2 CE. No habrá lugar a conceder el amparo solicitado cuando, aun siendo errónea la resolución judicial impugnada, no se pudiera identificar en la misma lesión alguna en cualquiera de los derechos y libertades reconocidos y garantizados en los arts.14 a 30.2 CE.




    Por lo tanto, el recurso de amparo no es, prima facie, un cauce para evitar el reconocimiento de posibles tratos de favor motivados por una errónea interpretación y aplicación de las normas de derechos fundamentales. Sólo cuando de tales hechos se derive, al mismo tiempo, un menoscabo del derecho fundamental de un tercero podrá el TC examinar la actuación de los poderes públicos que se considera contraria a la Constitución, pues la jurisdicción de amparo, en rigor, no ha sido constituida para reparar infracciones de preceptos sino vulneraciones de derechos; de aquellos derechos fundamentales aludidos en el art.53.2 CE. Y la tarea del TC, en este ámbito, se constriñe así a verificar si la interpretación realizada era una de las interpretaciones posibles de la norma en atención a aquellos valores; a supervisar externamente que la interpretación adoptada responde a unas reglas mínimas de interpretación. El derecho a la tutela judicial efectiva no comprende un pretendido derecho al acierto judicial en la selección, interpretación y aplicación de las disposiciones legales, y, por tanto, el recurso de amparo no es el cauce idóneo para corregir posibles errores cometidos en el desempeño de esa labor, salvo en aquello casos en los que la interpretación judicial incurra en arbitrariedad, exprese manifiesta irracionalidad o sea fruto de un error patente (16).




    13º) De la revisión de hechos y valoración de la prueba. El TC ha insistido en que el recurso de amparo no es vía adecuada para resolver las discrepancias que recaen sobre los hechos ni sobre las consecuencias de una eventual desigualdad que de las mismas pudiera derivar, pues pertenecen al ámbito de la potestad decisoria de los tribunales ordinarios. El TC carece de competencia para revisar la valoración de la actividad probatoria practicada en un proceso y a través de la cual el órgano judicial alcanza su íntima convicción, ni el proceso constitucional permite el conocimiento preciso y completo de la actividad probatoria, ni prevé las garantías necesarias de publicidad, oralidad, inmediación y contradicción que deben rodear dicho conocimiento para la adecuada valoración de las pruebas, ya que el recurso de amparo ni es un recurso de apelación ni el TC es una tercera instancia.




    A la jurisdicción constitucional corresponde únicamente controlar la razonabilidad del discurso que une la actividad probatoria y el relato fáctico que de ella resulta, porque el recurso de amparo no es un recurso de apelación, ni el TC es una tercera instancia revisora de las actuaciones propias de competencia específica de los órganos judiciales. La misión fiscalizadora del TC se constriñe a supervisar externamente la razonabilidad del discurso que une la actividad probatoria y el relato fáctico resultante, i.e. la función del TC no consiste en enjuiciar el resultado alcanzado, sino en el control externo del razonamiento lógico seguido para llegar hasta él y que se ajuste a la Constitución (17).




    14º) De la responsabilidad de los jueces. El TC no es órgano ante el que pueda exigirse responsabilidad de los titulares de órganos administrativos y judiciales y limita su función, en el caso del recurso de amparo, a concretar si se han violado derechos o libertades del demandante y a preservar o restablecer estos derechos o libertades, absteniéndose de cualquier otra consideración sobre la actuación de los órganos jurisdiccionales (18).




    15º) De la lesión de origen extrajudicial. Es doctrina Constitucional que el recurso de amparo no es instrumento adecuado para pronunciarse sobre la licitud del convenio colectivo. Lo que no implica, sin embargo, que las reglas creadas por el ejercicio de la negociación colectiva “queden totalmente al margen” y sean ajenas al recurso de amparo, en tanto que no cabe duda de que el convenio colectivo puede lesionar los derechos fundamentales, y de que, en ese momento, se habrá cumplido la primera condición para impetrar el amparo. Lo que sucede, no obstante, es que ello no basta para acudir al proceso de amparo constitucional, pues para que una lesión de origen extrajudicial tenga acceso al mismo, las exigencias técnico procesales de la LOTC imponen la mediación de un acto judicial no reparador de las lesiones producidas siendo, en todo caso, a dicha resolución judicial a la que habrá que imputar la lesión del derecho fundamental, precisamente por reiterar y confirmar o por no corregir la vulneración denunciada (19).




    16º) De los actos emanados de los poderes públicos. La Constitución no circunscribe el recurso de amparo a los actos emanados de los poderes o entes públicos en sus arts.53.2 y 161.2, con lo que viene a sostener la posibilidad del mismo frente a actos emanados de entes que no poseen tal naturaleza. En relación con este punto, señala el TC que el art.161. 1-b) CE establece la competencia del TC para conocer del recurso de amparo por violación de los derechos y libertades referidos en el art.53.2 de la misma “en los casos y forma que la ley establezca”. La LOTC (art.41.2) viene, pues, en este punto, a desarrollar la Constitución, estableciendo la posibilidad del recurso de amparo contra disposiciones, actos o simple vía de hecho, de los poderes públicos del Estado, las Comunidades Autónomas y demás Entes públicos de carácter territorial, corporativo o institucional, así como de sus funcionarios o agentes, ámbito subjetivo que concreta en cuanto a las decisiones o actos sin valor de la ley del legislativo (art.42) de los emanados del ejecutivo (art. 43) y de los actos u omisiones de órganos judiciales (art. 44).




    Esta concretización de la Ley Suprema no debe interpretarse en el sentido de que sólo sea titular de los derechos fundamentales y libertades públicas en relación con los poderes públicos, dado que en un Estado Social de Derecho como el que consagra el art.1 CE no puede sostenerse con carácter general que el titular de tales derechos no le sea en la vida social, tal y como evidencia la ley 62/78, de protección de los derechos fundamentales, la cual prevé la vía penal (aplicable cualquiera que sea el autor de la vulneración cuando cae dentro del ámbito penal), la contencioso-administrativa (ampliada por la disposición transitoria segunda, 2 de LOTC) y la civil, no limitada por razón del sujeto autor de la lesión. Lo que sucede, de una parte, es que existen derechos que sólo se tienen frente a los poderes públicos (como los del art. 24) y, de otra, que la sujeción de los poderes públicos a la Constitución (art.9.1) se traduce en un deber positivo de dar efectividad a tales derechos en cuanto a su vigencia en la vida social, deber que afecta al legislador, al ejecutivo y a los jueces y tribunales, en el ámbito de sus funciones respectivas. De donde resulta que el recurso de amparo se configura como un remedio subsidiario de protección de los derechos y libertades fundamentales, cuando los poderes políticos han violado tal deber. Esta violación puede producirse respecto de las relaciones entre particulares cuando no cumplen su función de restablecimiento de los mismos, que el Ordenamiento encomienda la tutela general de tales libertades y derechos (art.41.1 LOTC). En este sentido, debe recordarse que el TC ha dictado ya sentencias en que haya admitido y fallado recursos de amparo contra resoluciones de órganos judiciales, cuando los actos sujetos al enjuiciamiento de los mismos provenían de particulares (20).




    17º) De los actos propios. La doctrina de los actos propios como ya declaró el pleno de este Tribunal en su stc.73/88, no guarda ninguna conexión con el principio constitucional de igualdad y, en general, con el cuadro de derechos fundamentales y libertades públicas, quedando, por consiguiente, fuera del ámbito del amparo (21).




    18º) De los laudos arbitrales. Es una reiterada jurisprudencia que el TC carece de jurisdicción para enjuiciar el laudo arbitral en sí mismo considerado, por cuanto, como acto no referible a ningún tipo de poder público (art. 41.2 LOTC), resulta extraño al ámbito y función del proceso constitucional de amparo, y por lo tanto el laudo arbitral no puede ser objeto directo de impugnación por medio del recurso de amparo (22).




    19º) De las costas procesales. Según constante y uniforme doctrina de este Tribunal, la cuestión relativa a la imposición de las costas procesales es una cuestión de mera legalidad sin relevancia constitucional, cuyo enjuiciamiento corresponde en exclusiva a los tribunales ordinarios (23).




    20º) De las medidas cautelares. El recurso de amparo no tiene carácter cautelar, ni alcanza a proteger eventuales lesiones no producidas todavía, sino un remedio subsidiario y último que únicamente cabe interpretar cuando ya haya tenido lugar la lesión y, además, se hayan agotado infructuosamente todos los recursos utilizables en la vía judicial. Por lo tanto, no cabe considerar el recurso de amparo como un mecanismo ad cautelam para la tutela de los derechos fundamentales, pues “constituye reiterada doctrina constitucional que el recurso de amparo no tiene carácter cautelar, ni alcanza a proteger eventuales lesiones no producidas exigiendo el inexcusable presupuesto de la violación de los derechos o libertades públicas mencionadas en el art.41.1 LOTC (24).




    21º) De la prescripción Y prejudicialidad. La regulación de la prescripción es una cuestión de libre configuración legal, es decir, que queda deferida a la voluntad del legislador sin condicionamientos materiales. Pero una vez que el legislador haya configurado libremente la institución de la prescripción como causa de extinción de la responsabilidad criminal, su aplicación en el caso concreto puede ser objeto de examen constitucional en sede de amparo. (25). En cuanto a la prejudicialidad, la doctrina constitucional viene afirmando que son los órganos judiciales los únicos competentes, ex art.117.3 CE, para resolver si concurre la cuestión prejudicial penal (doctrina trasladable a otros procesos como el civil), pues se trata de una materia de estricta legalidad ordinaria. Pero las decisiones de dichos órganos judiciales pueden ser objeto de revisión en vía de amparo si resultan inmotivadas o manifiestamente irrazonables, arbitrarias o incurren en un error patente con relevancia constitucional, pues, en tal caso, vulnerarían el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), de tal modo que el TC puede examinar y comprobar la razonabilidad de las resoluciones judiciales que admitan o denieguen una cuestión prejudicial planteada por una de las partes en el proceso (26).




    Doctrina: Es Doctrina del TC que: cuando se impugna una resolución judicial confirmatoria de otras resoluciones anteriores, sean administrativas o judiciales, que han sido lógica y cronológicamente presupuesto de aquélla, han de considerarse también recurridas las precedentes decisiones confirmadas, aunque no lo hayan sido expresamente en el recurso. En otras palabras, el TC ha declarado que cuando se impugna un acto de los incluidos en el art.43 LOTC no es preciso impugnar también los actos posteriores de los órganos judiciales que lo hayan confirmado, pues, aunque es preceptivo provocar tales resoluciones para agotar la vía judicial procedente tal como prevé dicho precepto, el acto judicial confirmatorio no puede ser objeto de impugnación autónoma en la vía de amparo constitucional, pero constituye una Excepción, también señalada por este Tribunal (27).




    C) EL RECURSO DE AMPARO EN RELACIÓN CON LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES EN LA APLICACIÓN DEL DERECHOCOMUNITARIO Y DE LOS CONVENIOS INTERNACIONALES




    Es sabido que el recurso de amparo ha sido establecido por el constituyente y configurado por el legislador como un medio procesal para recabar la tutela de las libertades y derechos proclamados en los arts.14 a 30 CE (arts.53.2 y 161.1-b) CE y 41 LOTC) y a tenor del art.41.3 de LOTC, sólo con la finalidad de restablecer o preservar los mismos. De modo que la única medida de enjuiciamiento aplicable, tanto en este proceso constitucional de amparo como en el proceso preferente y sumario seguido ante los tribunales ordinarios ex art.53.2 CE, es la integrada por los preceptos de la Constitución que reconocen aquellos derechos fundamentales y libertades públicas, cuyo contenido y alcance habrá de interpretarse de conformidad con los Tratados y Acuerdos Internacionales a que hace referencia el art.10.2 CE.




    La adhesión de España a las comunidades europeas no ha alterado ni el canon de validez en los procesos de amparo ni el carácter del TC como intérprete supremo de la Constitución. En efecto, la vinculación al derecho comunitario (instrumentada con fundamento en el art.93 CE, en el Tratado de Adhesión) y su primacía sobre el derecho nacional en las referidas materias no puede relativizar o alterar las previsiones de los arts.53. 2 y 161.1.b) CE. Es evidente que no cabe formular recurso de amparo frente a normas o actos de las instituciones de la Comunidad, sino sólo, de acuerdo con lo dispuesto en el art.41.2 LOTC, contra disposiciones, actos jurídicos o simple vía de hecho de los poderes públicos internos. Y no corresponde al TC al conocer recurso de amparo, examinar la observancia o inobservancia, per se, de textos internacionales, sino comprobar el respeto a la infracción de los preceptos constitucionales que reconocen derechos fundamentales y libertades públicas susceptibles de amparo (arts.53.2 CE y 49.1 LOTC), sin perjuicio de que por mandato del art.10.2 CE deban tales preceptos ser interpretados de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los Tratados y Acuerdos Internacionales sobre las mismas materias ratificados por España. Por ejemplo, en relación con una decisión de un órgano judicial sobre un planteamiento de cuestión prejudicial ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, la jurisprudencia constitucional sostiene lo siguiente: en principio, “la tarea de garantizar la recta aplicación del Derecho comunitario europeo por los poderes públicos nacionales es...una cuestión de carácter infraconstitucional y por lo mismo excluida tanto del ámbito del proceso de amparo como de los demás procesos constitucionales” porque, “a semejanza de lo que acontece en las cuestiones de inconstitucionalidad, la decisión sobre el planteamiento de la cuestión prejudicial corresponde, de forma exclusiva e irreversible, al órgano judicial que resuelve el litigio”. Por este motivo el TC ha afirmado que, “sin perjuicio de que el art.177 TCEE, pertenece al ámbito del Derecho comunitario y no constituye por sí mismo canon de constitucionalidad, ninguna vulneración existe de los derechos garantizados por el art. 24.1 CE cuando el Juez o Tribunal estima que no alberga dudas sobre la interpretación que haya de darse a una norma de Derecho comunitario o sobre su aplicación en relación con los hechos enjuiciables en el litigio y decide por ello no plantear la consulta que se le solicita”. En consecuencia la decisión de no plantear una cuestión prejudicial al amparo del art.234 TCE (al igual que ocurre con la decisión de no plantear cuestión de inconstitucionalidad al abrigo del art.163 CE) no implica per se la lesión de las garantías previstas en el art.24 CE, ni de quien pretendía dicho planteamiento y no obtuvo satisfacción a su pretensión, ni de quien, sin haberlo solicitado, pueda verse perjudicado por su no planteamiento.”. En definitiva, desde la perspectiva del art.24.1 CE, el canon de control establecido respecto del planteamiento de cuestiones prejudiciales ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea no difiere del que este Tribunal ha fijado, con carácter general, para las decisiones judiciales que son fruto de la interpretación y aplicación del Derecho al caso concreto. De ahí que, en relación con la temática sobre la que versa el presente recurso, en esta instancia constitucional lo único que nos corresponde ponderar es si la resolución judicial está fundada en Derecho y es fruto de una exégesis racional de la legalidad ordinaria.




    El reconocimiento por España de la competencia de la Comisión Europea para conocer de las demandas sobre la violación de los derechos humanos, de conformidad a lo dispuesto en el art.25 del Convenio, y la aceptación como obligatoria de la jurisdicción del TEDH no suponen, sin embargo, que las sentencias de este Tribunal tengan eficacia ejecutiva, pues de la propia regulación del Convenio, y de su interpretación por el Tribunal Europeo (en adelante TEDH), se deriva que las resoluciones del Tribunal tienen carácter declarativo y no anulan ni modifican por sí mismas los actos o sentencias, declarados contrarios al Convenio. El Convenio no le atribuye al Tribunal competencia ni para anular la sentencia del Tribunal nacional ni para ordenar al Gobierno que desautorice los pasajes objeto de la queja. Sin embargo, el TC no está inhabilitado para revisar la valoración judicial de la posible contradicción entre el derecho comunitario y el interno cuando la misma haya implicado la lesión de alguno “de los derechos fundamentales y libertades públicas enunciadas en los arts.14 a 30 CE (arts.53.2 y 161.1-b) CE y título III LOTC). Ello porque, según tiene declarado el TC, en su sentencia 64/94(fj4.a): “en la medida en que se impugne en amparo un acto del poder público que, habiendo sido dictado en ejecución del Derecho Comunitario Europeo, pudiera lesionar un derecho fundamental, el conocimiento de tal pretensión corresponde a esta jurisdicción constitucional con independencia de si aquel acto es o no regular desde la estricta perspectiva del Ordenamiento Comunitario Europeo y sin perjuicio del valor que éste tenga a los efectos de lo dispuesto en el art.10.2 CE”.




    Ahora bien, que el Convenio Europeo no obligue a España a reconocer en su Ordenamiento Jurídico interno la fuerza ejecutoria directa de las sentencias del TEDH no significa que en el plano de nuestro sistema constitucional de protección de los derechos fundamentales los poderes públicos hayan de permanecer indiferentes ante esa declaración de violación del derecho reconocido en el Convenio ni implica la carencia de todo efecto interno de la declaración realizada por dicho tribunal sobre la existencia de infracción de un derecho reconocido en el Convenio. Ha de tenerse en cuenta que el Convenio no sólo forma parte de nuestro Derecho interno, conforme al art.96.1 de la CE, sino que además, las normas relativas a los derechos fundamentales y libertades públicas contenidas en la CE, deben interpretarse de conformidad con los Tratados y Acuerdos Internacionales sobre las mismas materias ratificadas por España (art.10.2 CE), entre los que ocupa un especial papel el Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales. El TEDH es el órgano cualificado que tiene por misión la interpretación del Convenio, y sus decisiones son además obligatorias y vinculantes para nuestro Estado, cuando sea Estado demandado. De ello se sigue que, declarada por sentencia de dicho Tribunal una violación de un derecho reconocido por el Convenio Europeo que constituya asimismo la violación actual de un derecho fundamental consagrado en nuestra Constitución, corresponde enjuiciarla al TC, como juez supremo de la Constitución y de los derechos fundamentales, respecto de los cuales nada de lo que a ello afecta puede serle ajeno. Por tanto ha de valorarse, en el plano de nuestro Derecho interno, si existen medidas para poder corregir y reparar satisfactoriamente la violación de ese derecho fundamental.




    En definitiva, el TC es el único que tiene la competencia y la jurisdicción para declarar con eficacia erga omnes la inconstitucionalidad de las leyes, el eventual juicio de incompatibilidad de una norma legal interna con el derecho comunitario. Y no al TC resolver en un asunto si existía o no una pretendía contradicción entre la normativa interna y el derecho comunitario que justificase la inaplicación de aquélla en beneficio de ésta sino, única y exclusivamente, si el juez español ha adoptado su decisión inaplicativa dentro de su jurisdicción, esto es, en el proceso debido y con todas las garantías, o, por el contrario, estaba obligado previamente a plantear la cuestión prejudicial interpretativa prevista en el art.234 del Tribunal de la Comunidad Europea (en adelante TCEE) en orden a dejar inaplicado el derecho español. Por tanto, no cabe formular recurso de amparo frente a normas o actos de las instituciones de la Comunidad, sino sólo, de acuerdo con lo dispuesto en el art.41.2 LOTC, contra disposiciones, actos jurídicos o simple vía de hecho de los poderes públicos internos, al no pertenecer al ámbito de la competencia del TC la salvaguardia del respeto de las normas de derecho comunitario, existiendo en dicho ordenamiento órganos y procedimientos adecuados a este fin. Y si se solicitase en amparo la declaración de violación de los arts.10.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (en adelante PIDCP), 2.2 de la Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, y 3 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y Libertades Políticas (en adelante CEDH), no le correspondería al TC examinar la observancia o inobservancia, per se, de textos internacionales que obliguen a España, sino comprobar el respeto o la infracción de los preceptos constitucionales que reconocen derechos fundamentales y libertades públicas susceptibles de amparo (arts.53.2 CE y 49.1 LOTC), sin perjuicio de que, por mandato del art.10.2 CE deban tales preceptos ser interpretados “de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los Tratados y Acuerdos Internacionales sobre las mismas materias ratificados por España”.




    NO corresponde al TC controlar la selección normativa efectuada por un órgano jurisdiccional que excluya la aplicación de una norma de derecho comunitario estimando aplicable la normativa nacional y el control en la adecuación de la actividad de los poderes públicos nacionales al derecho comunitario europeo. Este control compete a los órganos de la jurisdicción ordinaria, en cuanto aplicadores que son del ordenamiento comunitario y como única habilitada para seleccionar las disposiciones legales que estima aplicables al supuesto de hecho debatido en el litigio sometido a su consideración, y, en su caso, al TCEE a través del recurso por incumplimiento a tenor del art.170 TCEE. Por lo que una eventual infracción del derecho de la Unión por leyes estatales o autonómicas o una selección irracional o arbitraria del derecho aplicable sea contraria al derecho comunitario no convierte en litigio constitucional lo que es sólo es conflicto de normas no constitucionales que ha de resolverse en el ámbito de la jurisdicción ordinaria. La tarea de garantizar la recta aplicación del derecho comunitario europeo por los poderes públicos nacionales es, pues, una cuestión de carácter infraconstitucional y por lo mismo excluida tanto del ámbito del proceso de amparo como de los demás procesos constitucionales. De igual manera si se invocase como lesionados los arts.6 y 8 del CEDH, 12 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y 17.1 del PIDCP. Sin embargo, hay que recordar que el principio de primacía del Derecho de la Unión Europea forma parte del acervo comunitario incorporado a nuestro ordenamiento en virtud de la Ley Orgánica 10/1985, de autorización para la adhesión de España a las Comunidades Europeas, y su efecto vinculante se remonta a la doctrina iniciada por el entonces Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas (TCEE ) con la Sentencia de 15 de julio de 1964, (asunto Costa contra ENEL) habiéndose aceptado la primacía del Derecho de la Unión Europea, en el ámbito competencial que le es propio, por la propia Constitución Española en virtud de su art.93. Y el TC se ha referido en múltiples sentencias sobre esa primacía del derecho comunitario como técnica o principio normativo destinado a asegurar su efectividad y fijando la doctrina en la Declaración 1/2004(fj4), en la que se precisó que la primacía no se sustenta necesariamente en la jerarquía, “sino en la distinción entre ámbitos de aplicación de diferentes normas, en principio válidas, de las cuales, sin embargo, una o unas de ellas tienen capacidad de desplazar a otras en virtud de su aplicación preferente o prevalente debida a diferentes razones”, lo que obliga al Juez nacional o a la Administración pública, en su caso, a aplicar la norma prevalente y a dejar sin efecto a la norma desplazada, aun cuando no haya sido expulsada del Ordenamiento interno. Así, como hay que poner de relieve, en relación con el cumplimiento de las sentencias del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, éste Tribunal ha desarrollado, hasta la fecha, una consolidada jurisprudencia que abunda en la obligación que tienen los órganos jurisdiccionales de los Estados miembros de garantizar que dichas sentencias se lleven a efecto, incluso eliminando las consecuencias pasadas del incumplimiento. Por lo que los Jueces y Tribunales ordinarios de los Estados miembros, al enfrentarse con una norma nacional incompatible con el Derecho de la Unión, tienen la obligación de inaplicar la disposición nacional, ya sea posterior o anterior a la norma de Derecho de la Unión, incluso eliminando las consecuencias pasadas del incumplimiento. Esta obligación, cuya existencia es inherente al principio de primacía, recae sobre los Jueces y Tribunales de los Estados miembros con independencia del rango de la norma nacional, permitiendo así un control desconcentrado, en sede judicial ordinaria, de la conformidad del Derecho interno con el Derecho de la Unión Europea. Esta facultad de inaplicación se ha extendido también a las Administraciones públicas, incluidos los organismos (28).




    D) LA DECLARACIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD




    El Tribunal Constitucional es el único que tiene la competencia y la jurisdicción para declarar con eficacia erga omnes la inconstitucionalidad de las leyes. La actuación de este Tribunal, en los procesos de inconstitucionalidad, sólo puede ser solicitada por los órganos o parte cualquiera a los que la Constitución atribuye legitimación para ello, entre los cuales se encuentran precisamente también los órganos judiciales a través del planteamiento de cuestiones de inconstitucionalidad. Los órganos judiciales ordinarios no pueden así dejar de aplicar por sí mismos, en razón de su inconstitucionalidad, y mediante el uso del principio de jerarquía, una ley posterior a la Constitución, resolviendo por sí mismos el dilema en que le sitúa “la eventual contradicción entre la Constitución y la ley”. La norma legal, aun contraria a la Constitución, está vigente en tanto que el TC no la declare inconstitucional y, por ello nula. De este modo y, en defensa de la dignidad de la ley, emanada de la representación popular, el órgano judicial no está autorizado, si duda de su inconstitucionalidad, a desconocer su vigencia y para evitar la aplicación de la norma inconstitucional ha de cuestionarla ante este Tribunal, de acuerdo a lo dispuesto en el art.163 CE.




    Suscitar la cuestión de inconstitucionalidad es una prerrogativa exclusiva e irreversible atribuida por el art.163 CE a los órganos judiciales que pueden no plantearla si estiman constitucional y, por tanto, aplicable la ley cuestionada, y, los cuales, por el mero hecho de no plantearla y de aplicar la ley, en contra de la opinión del justiciable, no estiman inconstitucional, no lesiona, en principio, derecho fundamental alguno de éste. Y conforme a reiterada doctrina de del TC, es a los Jueces y Tribunales ordinarios que plantean las cuestiones de inconstitucionalidad a quienes, prima facie, corresponde expresar el juicio de relevancia (es decir, el esquema argumental del que resulte que el fallo que haya de dictarse en el proceso a quo depende de la validez o falta de validez de la norma cuestionada), de modo que el TC no puede adentrarse a sustituir o rectificar el criterio de los órganos judiciales proponentes, salvo en los supuestos en que de manera notoria, sin necesidad de examinar el fondo debatido y en aplicación de principios jurídicos básicos, se advierta que la argumentación judicial en relación con el juicio de relevancia carece de consistencia. Y es doctrina que la cuestión de inconstitucionalidad no es un instrumento procesal para buscar una depuración abstracta del Ordenamiento. En efecto, no es una acción concedida para impugnar de modo directo y con carácter general la validez de normas, sino un instrumento puesto a disposición de los órganos judiciales para conciliar la doble obligación en que se encuentran de actuar sometidos a la Ley y a la Constitución, que no puede resultar desvirtuada por un uso no acomodado a su naturaleza, como sería, por ejemplo, “el de utilizarla para obtener pronunciamientos innecesarios o indiferentes para la decisión del proceso en el que la cuestión se suscita” (29).




    II- EL RECURSO CONSTITUCIONAL, REQUISITOS PARA SU ADMISIÓN Y PROCEDENCIA




    E) CARÁCTER SUBSIDIARIO DEL RECURSO DE AMPARO (art.53.2 CE)




    El recurso de amparo constitucional se configura con carácter extraordinario y suplementario de la tutela de los derechos fundamentales y libertades públicas en los arts.53.2 y 161.1.b) CE. Su regulación en ello permite adaptarlo mediante el oportuno desarrollo legislativo a las diversas circunstancias, preservando su función institucional. Entre sus características esenciales está efectivamente, la del carácter subsidiario, derivado de que la Constitución no lo contempla como una vía directa ni tampoco, necesariamente, como general y única, sino especial y extraordinaria posterior a la defensa de aquellos derechos y libertades ante los tribunales ordinarios, a los que el artículo 53.2 encomienda la tutela general.




    La naturaleza subsidiaria de la Jurisdicción de amparo exige que sean los órganos judiciales los encargados de dispensar, en primer término, la tutela de todos los derechos fundamentales, correspondiendo siempre al TC pronunciar la última palabra en este aspecto y nunca la primera. Se pretende con su exigencia que los órganos judiciales ordinarios remedien por sí mismos la violación que ellos causen del derecho o libertad fundamental, ofreciendo a las partes en litigio y en el curso del proceso judicial, la oportunidad para que puedan argumentar dialécticamente y defenderse sobre esa presunta violación del derecho fundamental, y así pues, pronunciarse sobre la cuestión que posteriormente puede ser tratada como causa y fundamento del recurso último y subsidiario de amparo. Por tanto, la subsidiariedad del proceso constitucional de amparo implica su improcedencia cuando exista cualquier otra vía que permita remediar, en sede jurisdiccional ordinaria, y el restablecimiento de la supuesta vulneración padecida en los derechos y libertades susceptibles de ser invocados ante el TC, preservando así el carácter subsidiario de la jurisdicción constitucional de amparo, que resultaría desvirtuado si ante ella se plantearan cuestiones sobre las que previamente a través de las vías procesales oportunas, no se ha dado ocasión de pronunciarse a los órganos de la jurisdicción ordinaria correspondiente (30).




    F) REQUISITOS PARA LA INTERPOSICIÓN DEL DEL RECURSO DE AMPARO




    El recurso de amparo consagrado en el art.161 de la Constitución, no ha sido constituida para reparar infracciones de preceptos sino es un proceso que tiene por objeto proteger vulneraciones de derechos; de aquellos derechos fundamentales y libertades contemplados y reconocidos y catalogados tanto en el artículo 53.2 y artículos 14 a 29.2º párrafo de la CE. La infracción del precepto constitucional es, desde luego, condición necesaria, pero no condición suficiente para impetrar la demanda constitucional. Por ello, para acudir a la sede constitucional tiene, en primer lugar, el recurrente ser el afectado por la decisión del poder público o, excepcionalmente, tener un interés legítimo en la defensa del derecho; y, en segundo lugar, que se acredite la existencia de una conexión entre la acción del poder público y su efectiva incidencia en el ámbito del derecho fundamental de ese tercero. El TC deberá, en cada caso, examinar la conexión entre las resoluciones impugnadas y las situaciones subjetivas de los recurrentes, pues sólo entonces se podrá precisar la existencia de una lesión efectiva y real de los derechos fundamentales, única que protege el mencionado recurso, según lo dispuesto en el art. 41.2 LOTC.




    Para respetar el carácter subsidiario del recurso de amparo, la LOTC establece en sus artículos 41 a 49 una serie de requisitos para la interposición, admisión, y procedencia de dicho proceso constitucional y que, de forma sintetizada, se desarrollan, a continuación:




    1º) INICIACIÓN DEL PROCESO CONSTITUCIONAL: El art.49 de la LOTC (después de la modificación operada con la LO.6/2007) establece que: 1º) el recurso de amparo constitucional se iniciará mediante demanda en la que se expondrán con claridad y concisión los hechos que la fundamenten, se citarán los preceptos constitucionales que estimen infringidos y se fijará con precisión el amparo que se solicita para preservar o restablecer el derecho o libertad que se considere vulnerado. En todo caso, la demanda justificará la especial trascendencia constitucional del recurso. 2º) con la demanda se acompañarán: a) el documento que acredite la representación del solicitante del amparo. b) En su caso la copia, traslado, o certificación de la resolución recaída en el procedimiento judicial o administrativa. 3º) A la demanda se acompañarán también tantas copias literales de la misma y de los documentos presentados como partes en el previo proceso, si lo hubiere, y una más para el Ministerio fiscal. 4º) De incumplirse cualquiera de los requisitos establecidos en los apartados que anteceden, las secretarías de Justicia lo pondrán de manifiesto al interesado en el plazo de diez días, con el apercibimiento de que, de no subsanarse el defecto, se acordará la inadmisión del recurso.




    a) DE LA DEMANDA DE AMPARO: El escrito de demanda es el instrumento procesal idóneo para fijar el objeto de amparo solicitado y es en la demanda donde debe fijarse el objeto procesal. La únicas quejas que pueden ser atendidas en esta vía de amparo constitucional son las que la propia parte actora deduce en su demanda que es la rectora del proceso, la que acota, define y delimita la pretensión, y a la que hay que atenerse para resolver el recurso, así como individualizar el acto o la disposición cuya nulidad se pretenda, con indicación de la razón para pedirla (causa petendi). Por ello mismo, las únicas quejas atendibles en vía de amparo son las incluidas en la demanda, con fundamento en las presuntas infracciones o vulneraciones que se alegan explícitamente al respecto, sin que pueda alterarse o ampliarse posteriormente el objeto en las ulteriores alegaciones, que, en su caso, pueden servir para la delimitación y concreción del amparo solicitado, pero no como vía de ampliación del recurso planteado. Esto tiene su fundamento no sólo en razones evidentes de seguridad jurídica, sino también en evitación de que se pueda generar indefensión en los otros comparecientes en el proceso de amparo, además, de importantes argumentos que emergen en su contra, relativos al mantenimiento real de los plazos procesales y a la normal tramitación interna de los recursos, que podría verse constantemente dilatada con la presentación de nuevos escritos. Sin embargo, esa doctrina de no ampliar la demanda aparece atemperada en unas resoluciones del TC, estableciendo que, para que la referida ampliación resulte admisible, “la no variación del derecho fundamental invocado y que se trate de hechos sobrevenidos a la presentación de la demanda, íntimamente conexos a los anteriores, y no susceptibles de una nueva demanda y posterior petición de acumulación”.




    Quien impetra el amparo constitucional tiene, no solamente la carga de abrir la vía para que este Tribunal pueda pronunciarse sobre las vulneraciones de la Constitución que se aleguen, sino además la de proporcionar la fundamentación fáctica y jurídica que razonablemente es de esperar, y que se integra en el deber de colaborar con la justicia del TC, no correspondiendo a éste reconstruir de oficio las demandas de amparo cuando el demandante, por ejemplo, haya desconocido la carga de argumentación que sobre él recae, ni supliendo las inexistentes razones de las partes, ni suscitando la eventual existencia de motivos relevantes fuera de los supuestos contemplados por el art.84 LOTC. Con carácter general al demandante le corresponde acreditar el cumplimiento de los requisitos legales para la viabilidad del recurso de amparo y establecidos en los apartados 1 al 3 del art.49 de la LOTC, tales como la demanda en sí, en sus hechos, fundamentos o alegaciones, con citación de los preceptos infringidos, fijando con claridad su petitum así como los documentos relevantes con su original o copias simples, sin perjuicio de que, en caso de admisión del recurso, proceda cotejar la documentación ofrecida por la parte en la fase de admisión con el testimonio auténtico de las actuaciones y actuando, en todo momento con diligencia extrema, para evitar errores imputables a él mismo en cuanto a la insuficiencia de la completa identificación de posteriores escrito requeridos por el TC para su unión a las actuaciones correspondientes. La subsanabilidad del artículo 49.4 LOTC se conecta más bien a requisitos formales como la falta de aportación de documentos o de consignación de determinados datos en la demanda de amparo, pero no es posible extenderla al contenido de las alegaciones que sustentan aquella pretensión porque constituyen su sustrato material y ello trastocaría los principios generales del proceso y las garantías de su seguridad jurídica, que quedarían gravemente dañados si se abriera la posibilidad de que las argumentaciones que habían de conducir a la misma admisión a trámite pudieran ser introducidas ex novo posteriormente a la presentación de la demanda. También es carga del recurrente aportar al Tribunal los elementos de convicción mínimos que permitan corroborar y ratifiquen sus afirmaciones.




    Los requisitos legales que deben observarse en la formalización de la demanda de amparo no representan meros formalismos sino que resultan esenciales, y por tanto insubsanables en tanto en cuanto aportan los elementos necesarios para conocer el concreto petitum o pretensión que se ejercita. Por esta razón, el TC ha considerado como “carga procesal” ineludible del demandante la concreción de todos los elementos fácticos y jurídicos que sean necesarios para que el Tribunal pueda emitir el juicio constitucional que se le reclama. Esta carga se integra en “el deber de colaborar con la justicia del TC, sin que le corresponda a éste reconstruir de oficio las demandas”. Constituye doctrina consolidada del TC, que los defectos insubsanables de que pudiera estar afectado el recurso de amparo no resultan sanados porque el recurso haya sido inicialmente admitido a trámite (de conformidad con el art.44.1.c LOTC en relación con el art.50.1.a de la misma), de forma que la comprobación de los presupuestos procesales para la viabilidad de la acción pueden siempre reabordarse o reconsiderarse en la propia sentencia de oficio con un pronunciamiento de inadmisión por la falta de presupuestos procesales y sin que para ello constituya un obstáculo tasado de los pronunciamientos previstos en el art.53 LOTC, o a instancia de parte, para llegar, en su caso y si tales defectos son apreciables, a la desestimación del recurso. Este criterio rige también, para cumplir con el novedoso requisito de justificar la trascendencia constitucional del recurso de amparo.




    La LO.6/2007, de 24 de mayo, ha procedido a reformar la reglamentación del recurso de amparo, introdujo entre otras novedades, una nueva acerca de la configuración del trámite de admisión del recurso. Y con esa LO, se modificó el art.49.1 de la LOTC de la LO 2/1979, y en su redacción actual, viene añadida el nuevo requisito que ha de cumplimentar el demandante de amparo con la interposición de su demanda y es el de la justificación de “la especial trascendencia constitucional del recurso”, y es al TC a quien corresponde apreciar en cada caso la existencia o inexistencia de esa “especial trascendencia constitucional”. El incumplimiento de la exigencia inexcusable de justificar de manera expresa la especial trascendencia constitucional del recurso vicia a la demanda de amparo de un defecto insubsanable que conduce a su inadmisión a limine al no corresponder al TC reconstruir de oficio la demanda cuando el recurrente incumpla la carga de argumentación que sobre él recae en orden a justificar esa especial trascendencia constitucional. La justificación expresa de la especial trascendencia constitucional del recurso (arts.49.1 in fine y 50. 1.a) LOTC), es un presupuesto necesario para su examen preliminar de fondo en este mismo trámite (art. 50.1.b-LOTC), y en la fase de admisión del recurso de amparo, es al TC a quien corresponde apreciar si el contenido del recurso justifica una decisión sobre el fondo en razón de su especial trascendencia constitucional, atendiendo, conforme al artículo 50.1.b) LOTC, a su importancia para la interpretación de la Constitución, para su aplicación o para su general eficacia y para la determinación del contenido y alcance de los derechos fundamentales; y, por último, que a dicho escrito se acompañen los documentos y copias exigidos por los arts.49.2 y 3 LOTC.




    Además del novedoso requisito, antes mencionado, configurado como una ineludible exigencia o carga y como un instrumento de colaboración con la Justicia Constitucional, no basta con la mención en la demanda de amparo de esta expresión legal, dedicando a la misma una argumentación específica puesto que se trata de un requisito que no cabe confundir con el de la propia fundamentación de la lesión constitucional denunciada, de modo que la carga de justificar la especial trascendencia constitucional del recurso de amparo es algo distinto a razonar la existencia de la vulneración de un derecho fundamental. Por esta razón, no basta razonar la existencia de la mera vulneración de un derecho fundamental o libertad pública del recurrente tutelable en amparo (arts.53.2 y 161.1 b) CE y 41 LOTC), sino que además es preciso que “en la demanda se disocie adecuadamente la argumentación tendente a evidenciar la existencia de la lesión de un derecho fundamental (que sigue siendo, obviamente, un presupuesto inexcusable en cualquier demanda de amparo) y los razonamientos específicamente dirigidos a justificar que el recurso presenta especial trascendencia constitucional”. Consecuentemente, “la exposición sobre la verosimilitud de la lesión del derecho fundamental no puede suplir la omisión de una argumentación expresa sobre la trascendencia constitucional del recurso de amparo”. Para satisfacer esta exigencia, la demanda de amparo no tiene que ajustarse a un modelo rígido ya que el legislador ha querido que la valoración del TC acerca de la especial trascendencia constitucional de cada recurso venga siempre precedida de la iniciativa y apreciaciones de la parte, recogidas en su escrito de demanda, pero sí responder a los “cánones propios de este tipo de escritos procesales” y “tener en cuenta las precisiones que, con relación a esa específica carga, ha ido efectuando el TC a través de diversas resoluciones que despejan las posibles dudas sobre el modo en el que se tiene que hacer efectiva”. Por lo que, conforme a la doctrina constitucional expuesta, no bastará para dar por cumplimentada la carga justificativa, con una simple o abstracta mención en la demanda de la especial trascendencia constitucional, “huérfana de la más mínima argumentación”, sino que a la parte recurrente le es exigible desplegar un “esfuerzo argumentativo” para justificar la proyección objetiva de la vulneración producida y colaborar con este Tribunal en la tarea de identificarla, y ponga en conexión las vulneraciones constitucionales que alega con los criterios establecidos en el artículo 50.1.b) LOTC, precepto este último, según el cual, la especial trascendencia del recurso se apreciará atendiendo a “su importancia para la interpretación de la Constitución, para su aplicación o para su general eficacia, y para la determinación del contenido y alcance de los derechos fundamentales”. Si se elude esta carga formal, no cabe trasladársela al TC, para que éste supla las deficiencias en que incurre la demanda a través de un ejercicio intelectual del que resulten las razones por las que el recurrente parece que entiende que sus pretensiones tienen una dimensión objetiva. Además, razonando de este modo, acaban confundiéndose dos requisitos que la LOTC diferencia y quiere mantener separados: la justificación de la especial trascendencia constitucional del recurso (art.49.1 in fine LOTC), por un lado, y la existencia misma de tal especial trascendencia (art.50.1 b) LOTC). Y procedería la inadmisión de la demanda cuando la recurrente en amparo no trasciende en su razonamiento la mera justificación de la existencia de la lesión subjetiva denunciada, sin justificar en modo alguno la proyección objetiva del amparo solicitado, que traduzca en el plano formal (art.49.1 LOTC) la exigencia material de la especial trascendencia constitucional del recurso de amparo establecida por el art.50.1b) LOTC como requisito de procedibilidad de la demanda.




    Resumiendo la novedosa jurisprudencia constitucional: el art.50.1.a) LOTC señala que la admisión del recurso de amparo exige el cumplimiento de los requisitos fijados en los arts.41 al 46 y 49 LOTC, estableciendo este último precepto en su apartado primero in fine, de forma inequívoca, “en todo caso”, que la demanda ha de justificar la especial trascendencia constitucional del recurso, y también afirmando, que el demandante “ha de satisfacer necesariamente, de acuerdo con lo dispuesto en el art.49.1,in fine LOTC, la carga de justificar en la demanda la especial trascendencia constitucional del recurso”. La apreciación que el TC efectúe sobre la especial trascendencia constitucional de cada recurso, ha de estar siempre precedida de los planteamientos y consideraciones de la parte, plasmadas en su escrito de demanda y su incumplimiento es insubsanable, toda vez que los plazos para interponer el recurso de amparo son de caducidad, preclusivos, de manera que no pueden reabrirse para dar cumplimiento al mismo, pues afecta directamente a la determinación de la pretensión deducida en el recurso (31). Por lo que se refiere al modo en que se ha de dar cumplimiento al requisito objeto de examen, si bien no hay un modelo rígido y preestablecido a tal efecto han de tenerse presentes las determinaciones que sobre aquel extremo ha realizado este Tribunal en varias resoluciones, y que contribuyen a clarificar la manera en que esta carga procesal puede materializarse. Así por ejemplo, se ha subrayado que, si bien la argumentación sobre la concurrencia de la infracción de un derecho fundamental por la resolución impugnada es un presupuesto ineludible en cualquier demanda de amparo, la satisfacción de la carga de justificar la especial trascendencia constitucional del recurso “es algo distinto a razonar la existencia de la vulneración de un derecho fundamental” (32). Por consiguiente, la demanda de amparo ha de contener dos líneas argumentales nítidamente diferenciadas: la relativa a la lesión del derecho fundamental cuyo amparo se pretende, y la atinente a la trascendencia constitucional del recurso tendente a su preservación y restablecimiento. Ambas son indispensables, de tal forma que la exposición acerca de la apariencia de la vulneración del derecho fundamental no puede suplir la carencia de un razonamiento explícito sobre la trascendencia constitucional del recurso de amparo (33). Y avanzando en la interpretación del requisito del art.50.1 b) LOTC, el TC estima conveniente apreciar que el contenido del recurso de amparo justifica una decisión sobre el fondo en razón de su especial trascendencia constitucional en los casos que a continuación se refieren (sin que esta relación que se efectúa pueda ser entendida como un elenco definitivamente cerrado). Tales casos serán los siguientes: (a) El de un recurso que plantee un problema o una faceta de un derecho fundamental susceptible de amparo sobre el que no haya doctrina del TC (34); (b) o que dé ocasión al TC para aclarar o cambiar su doctrina, como consecuencia de un proceso de reflexión interna, o por el surgimiento de nuevas realidades sociales o de cambios normativos relevantes para la configuración del contenido del derecho fundamental, o de un cambio en la doctrina de los órganos de garantía encargados de la interpretación de los Tratados y Acuerdos Internacionales a los que se refiere el art.10.2 CE; (c) o cuando la vulneración del derecho fundamental que se denuncia provenga de la ley o de otra disposición de carácter general; (d) o si la vulneración del derecho fundamental traiga causa de una reiterada interpretación jurisprudencial de la ley que el Tribunal Constitucional considere lesiva del derecho fundamental y crea necesario proclamar otra interpretación conforme a la Constitución; (e) o bien cuando la doctrina del TC sobre el derecho fundamental que se alega en el recurso esté siendo incumplida de modo general y reiterado por la jurisdicción ordinaria, o existan resoluciones judiciales contradictorias sobre el derecho fundamental, ya sea interpretando de manera distinta la doctrina constitucional, ya sea aplicándola en unos casos y desconociéndola en otros; (f) o en el caso de que un órgano judicial incurra en una negativa manifiesta del deber de acatamiento de la doctrina del Tribunal Constitucional (art.5 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (en adelante LOPJ); (g) o, en fin, cuando el asunto suscitado, sin estar incluido en ninguno de los supuestos anteriores, trascienda del caso concreto porque plantee una cuestión jurídica de relevante y general repercusión social o económica o tenga unas consecuencias políticas generales, consecuencias que podrían concurrir, sobre todo, aunque no exclusivamente, en determinados amparos electorales o parlamentarios (35). Así pues, al demandante le es reclamable un razonable esfuerzo argumental que enlace las infracciones constitucionales denunciadas con alguno de los elementos que expresa el art.50.1.b) LOTC, sin que, obvio es, sea suficiente con la sola mención de que el recurso posee especial trascendencia constitucional. Por el contrario, es necesario que de lo expuesto se desprenda “por qué el contenido del recurso de amparo justifica una decisión sobre el fondo en atención a su importancia para la interpretación, aplicación o general eficacia de la Constitución o para la determinación del contenido y alcance de los derechos fundamentales” que se aleguen en la demanda (36). Por último, recordar que la falta de cumplimiento de ese requisito resulta, además, insubsanable, lo que impide la apertura del trámite de subsanación del art.49.4 LOTC, o la subsanación por propia iniciativa del recurrente. Entender lo contrario supondría, además, desconocer que la interposición del recurso de amparo está sujeta a plazos de caducidad preclusivos, que no pueden ser reabiertos para dar cumplimiento a un requisito que afecta directamente a la determinación misma de la pretensión deducida en el recurso de amparo (37).




    b) PLAZO DE INTERPOSICIÓN: El plazo de treinta días (el plazo de treinta días fue establecido por la LO.6/2007 de 24 de mayo que amplió el plazo de veinte días antes establecido por la LO.2/79 de tres de octubre) que prevé el art.44.2 LOTC para la interposición del recurso de amparo frente a actos u omisiones de un órgano judicial constituye un plazo de caducidad cuyo término inicial tiene como referencia la resolución que pone fin a la vía judicial legalmente establecida, sin que, por obvias razones de seguridad jurídica, el comienzo del cómputo del plazo pueda ser postergado por las partes con la interposición de recursos manifiestamente improcedentes. Es un plazo improrrogable, de inexorable cumplimiento y de imposible suspensión y, por consiguiente, no susceptible de ser ampliado artificialmente por arbitrio de las partes.




    El plazo que el art.44.2 de la LOTC ha de computarse desde que se tiene conocimiento de la decisión lesiva del derecho fundamental o de la resolución del medio impugnatorio articulado contra ella. Y en el ámbito administrativo, el plazo de treinta días se computará desde la notificación de la última resolución que agote la vía administrativa con independencia del momento o de la resolución en los que se sustente el recurso de amparo. Con la LO.6/2007 de 24/5/2007 (Boe.25/5/2007), se establece que los recursos de amparo podrán presentarse hasta las quince horas del día hábil siguiente al del vencimiento del plazo de interposición, en el registro del TC, o en la oficina o servicio de registro central de los tribunales civiles de cualquier localidad, de conformidad con lo establecido en el art.135.1 de la L.1/2000, de 7 de enero, de la LEC. Por lo tanto, se deroga el auto del TC de fecha 1 de junio del 2201, que establecía que NO era posible la aplicación de lo previsto en el art.135.1 de la LEC (L.1/2000), que permite presentar escritos hasta la quince horas del día hábil siguiente al del vencimiento del correspondiente plazo.




    c) LUGAR DE PRESENTACIÓN DEL RECURSO: Resulta evidente que el legislador puede regular válidamente el lugar y el plazo de presentación de las demandas y de los recursos judiciales, siendo la interpretación y aplicación de este tipo de normas procesales por los jueces y tribunales una cuestión de legalidad ordinaria, que, no obstante, puede adquirir una dimensión constitucional cuando la decisión judicial de inadmisión del recurso se base en una interpretación y aplicación de dicha normativa que esté incursa en un error patente, irrazonabilidad manifiesta o arbitrariedad.




    Como regla general el cauce normal de presentación de los escritos dirigidos al TC es el directo y en el Registro General donde tiene la sede el TC y fuera de este registro, excepcionalmente, en el juzgado de guardia de la capital donde tiene su sede el TC, única oficina pública habilitada fuera del registro de ese Tribunal para la presentación de escritos con destino al mismo. También y de conformidad al principio de una interpretación más favorable al acceso a la jurisdicción para la defensa de los derechos fundamentales y libertades públicas, el TC ha permitido que la regla general resulte atemperada en que el solicitante de amparo careciendo de asistencia letrada y de representación procesal y residiendo en una localidad lejana a la sede del TC presente su escrito en la estafeta de correos donde se puede tener constancia de la fecha en la que fue presentado el escrito dirigido al TC. Ahora bien, con la modificación de la LOTC operada por la LO.6/2007, y a tenor del párrafo 2 del artículo 85 se establece que: “los escritos de iniciación del proceso se presentarán en la sede del TC dentro del plazo legalmente establecido. Los recursos de amparo podrán también presentarse hasta las 15 horas del día hábil siguiente al del vencimiento del plazo de interposición, en el registro del TC, o en la oficina o servicio de registro central de los tribunales civiles de cualquier localidad, de conformidad con lo establecido en el artículo 135.1 de la L.1/2000 de Enjuiciamiento Civil (en adelante LEC).” En efecto, la posibilidad prevista en el art.85.2 LOTC de presentación de los escritos de iniciación de los recursos de amparo en lugar distinto al Registro General del TC queda limitada a aquellos casos en los que, conforme con el art.135.1 LEC, se presentan hasta las quince horas del día posterior al del vencimiento del plazo. Siendo éste el único momento en el que cabe acogerse a la posibilidad de presentar los escritos en lugar distinto de la sede del propio Tribunal, se ha concluido que los presentados en otro lugar y en momento distinto al previsto en dicho precepto habrán de entenderse presentados en el momento en que tengan entrada efectiva en el Registro General de este Tribunal. Y, según doctrina constitucional, “la presentación de escritos fuera del Tribunal es excepcional y debe interpretarse restrictivamente por exigirlo así el Derecho procesal General y la buena marcha de los procesos”. La lectura del precepto podría interpretarse en el sentido de que, en su primer inciso, se establece la regla general de que el lugar de presentación de los escritos de iniciación del proceso es la sede del TC y que debe hacerse dentro del plazo legalmente establecido para cada procedimiento. De ese modo, el inciso final se limitaría a regular la situación excepcional de extender el plazo de presentación de los escritos de iniciación exclusivamente de los procesos de amparo hasta las 15:00 horas del día siguiente hábil al del vencimiento y, sólo para esos casos (recurso de amparo y escritos de término), posibilitar que su entrega se verifique tanto en el Registro General del Tribunal como en la oficina o servicio de registro central de los Tribunales civiles de cualquier localidad.




    Ahora bien, el tenor literal de este precepto también permite interpretar que mientras el primer inciso supone una regulación general del tiempo y lugar en que han de presentarse los escritos de iniciación de cualquier proceso constitucional, sin embargo, el inciso final supone una regulación completa específica para los recursos de amparo en que no sólo se excepciona temporalmente el momento de presentación de los escritos de iniciación del recurso de amparo, para extenderlo hasta las 15:00 horas del día siguiente hábil al del vencimiento, sino también el lugar en que puede hacerse presentación de los mismos, para extenderlo a las oficinas o servicios de registro central de los Tribunales civiles de cualquier localidad, con independencia del momento en que tal presentación se verifique. En favor de esta segunda interpretación redunda la circunstancia de que en este último inciso del art.85.2 LOTC se establezca expresamente que el escrito de término del recurso de amparo puede presentarse “ante el Registro del TC, o en la oficina o servicio de registro central de los Tribunales civiles de cualquier localidad”. De entenderse que el inciso del art.85.2 LOTC se limita a establecer una regla excepcional para los supuestos de escrito de término del recurso de amparo, en el sentido de ampliar temporalmente el momento y lugar de su interposición, no hubiera sido necesario volver a insistir en este inciso final en algo que ya estaba afirmado en la regla general del inciso primero: la posibilidad de presentarlo en el Registro del TC. Así, cabe Registro del TC, es porque objetivamente establece una regulación completa y excepcional para los recursos de amparo tanto en lo referente a la temporalidad como al lugar de la presentación. Por tanto, debe entenderse que no hay ninguna objeción desde la perspectiva del tenor literal de este precepto para interpretarlo en el sentido de que habilita temporalmente a que la presentación de escritos de iniciación del recurso de amparo se realice hasta las 15:00 horas del día siguiente al del vencimiento del plazo de interposición y, en cuanto al lugar de presentación, a que pueda utilizarse de manera indistinta tanto el registro del TC como la oficina o servicio de registro central de los Tribunales civiles de cualquier localidad durante la integridad del plazo completo previsto legalmente para la presentación de dichos escritos de iniciación. Esta interpretación, además, es la más respetuosa con el principio pro actione. El derecho de acceso a la jurisdicción, como garantía esencial del derecho a la tutela judicial efectiva (art.24.1 CE), si bien no exige necesariamente seleccionar la interpretación más favorable a la admisión de un procedimiento entre todas las que resulten posibles, sí impone que los óbices procesales se interpreten de manera proporcionada ponderando adecuadamente los fines que preserva ese óbice y los intereses que se sacrifican en especial en un proceso de defensa de derechos fundamentales como es el recurso de amparo. Pues bien, una interpretación del art.85.2 LOTC como la expuesta, en la que se favorece la posibilidad de presentación de los escritos de iniciación de los procedimientos de amparo en las oficinas o servicios de registro central de los Tribunales civiles de cualquier localidad en cualquier momento dentro del plazo previsto legalmente para la interposición del recurso, es la que más adecuadamente responde, por un lado, a la lógica de favorecer la igualdad de acceso a esta jurisdicción de amparo para los ciudadanos que no residan en la sede de este Tribunal, en un contexto en que no todos los escritos de iniciación de un recurso de amparo se formalizan necesariamente a través de un Procurador y, por otro, a razones de seguridad jurídica.




    En este contexto normativo, una interpretación del art.85.2 LOTC que sólo dotara de plenos efectos de interrupción del plazo de caducidad la presentación de este tipo de escritos en las oficinas o servicios de registro central de los Tribunales civiles de cualquier localidad el día siguiente al del vencimiento del plazo de interposición hasta las 15:00 horas, pero no los presentados en cualquier otro momento anterior, implicaría, por su rigorismo, consagrar para ciudadanos que carecen de la necesaria asistencia profesional una situación de desigualdad en el acceso a esta jurisdicción de amparo, en función del territorio de residencia, que resulta desproporcionada. Los residentes en localidades más o menos cercanas o que por cualquier razón tuvieran más fácil acceso a la sede del Registro del TC podrían utilizar la integridad del plazo para presentar el escrito de iniciación del proceso de amparo en dicho Registro con una certeza absoluta de que ello supone la interrupción del plazo de caducidad. Por el contrario, para quienes el desplazamiento hasta la sede del TC pudiera resultar más gravoso, la única certeza absoluta respecto de la interrupción del plazo de caducidad se produciría si se utilizase el registro de la oficinas o servicios de registro central de los Tribunales civiles de cualquier localidad el día siguiente al del vencimiento del plazo de interposición antes de las 15:00 horas. La presentación con anterioridad a ese momento, a pesar de que resulte fehaciente mediante el sello de entrada en dichas oficinas o servicios, e incluso aunque, paradójicamente, se hubiera mostrado una absoluta diligencia de presentar el escrito de iniciación con mucha anticipación a la preclusión del plazo de interposición, nunca permitiría al recurrente tener la certeza jurídica de su interposición en plazo. La circunstancia de que finalmente el escrito se hubiera presentado en plazo siempre dependerá de una eventualidad, la posterior recepción de ese escrito en el Registro del TC, que están fuera del control del demandante, como sería la mayor o menor diligencia de la oficina de registro en la remisión de los escritos al TC, el medio elegido para verificar dicha remisión o, incluso, la mayor o menor cercanía de dicha oficina con la sede territorial de este Tribunal, lo que es susceptible de generar una innecesaria inseguridad jurídica. En conclusión, el art.85.2 LOTC debe interpretarse en el sentido de que permite que la presentación de escritos de iniciación del recurso de amparo se realice, con plenos efectos interruptores del plazo de caducidad, tanto en el Registro del TC como en la oficina o servicio de registro central de los Tribunales civiles de cualquier localidad durante la integridad del plazo completo previsto legalmente para la presentación de dichos escritos de iniciación (38).




    Y por último, hay que resaltar que el TC admitió un recurso presentado en el Consulado General de España en Bruselas (39).




    2º) LEGITIMACIÓN PARA INTERPONER EL RECURSO DE AMPARO: La legitimación para interponer el recurso de amparo se configura como un presupuesto subjetivo condicionante del recurso, por lo que su control por el TC puede operar en cualquier estado y grado de la causa. Aunque en ocasiones la declaración de su falta de concurrencia, por ser palmaria, puede materializarse de manera interlocutoria a través de Auto que ponga fin a las actuaciones. También es posible efectuar tal control al final del procedimiento, a través de una Sentencia de inadmisibilidad del recurso. Para la interposición de los recursos de amparo conforme a los arts.43 y 44 LOTC, la jurisprudencia constitucional ha venido realizando una interpretación integradora de los arts.162.1.b) CE y 46.1.b) LOTC, a efectos de proclamar que puede interponer recurso de amparo, además del Defensor del Pueblo y el Ministerio Fiscal, toda persona natural o jurídica dotada de interés legítimo en la tutela del derecho fundamental que se invoque y que, además, haya sido parte en el proceso judicial previo (requisito de conducción procesal). En el bien entendido, sin embargo, de que sólo el primero de esos requisitos es insoslayable, de modo que para ser recurrente en amparo no basta con acreditar haber actuado en el proceso si se carece del debido interés legítimo y, por el contrario, no resulta necesariamente un valladar para el reconocimiento del interés legítimo el no haber actuado en el proceso previo.




    Así pues, pueden ser legitimados para ser recurrentes en el proceso constitucional:




    a) LEGITIMACIÓN ACTIVA DE LOS PARTICULARES Y PERSONAS JURÍDICAS. El artículo 46-1º LOTC establece que “Están legitimados para interponer el recurso de amparo constitucional: (a) En los casos de los artículos 42 y 45, la persona directamente afectada, el Defensor del Pueblo y el Ministerio Fiscal. (b) En los casos de los artículos 43 y 44, quienes hayan sido parte en el proceso judicial correspondiente, el Defensor del Pueblo y el Ministerio Fiscal”.




    El artículo 162.1.b de la CE establece que: “Para interponer el recurso de amparo, toda persona natural o jurídica que invoque un interés legítimo, así como el Defensor del Pueblo y el Ministerio Fiscal”.




    El recurso de amparo, de acuerdo con la naturaleza de derechos de la personalidad que tienen los fundamentales garantizados por la Constitución, no es una nueva instancia jurisdiccional, ni se configura como un recurso de casación, sino que es un instrumento procesal dotado de sustantividad propia, para cuya utilización sólo vienen legitimadas las personas directamente afectadas, entendiendo como tales aquellas que sean titulares del derecho subjetivo presuntamente vulnerado, que son las únicas autorizadas para impetrar la protección del propio derecho y no de derechos ajenos de los que no tengan la representación, ni hayan sido ejercidos por sus titulares. El principio procesal, de tradicional arraigo en nuestro Ordenamiento Jurídico, según el cual sólo tienen acción para recurrir las resoluciones judiciales aquellos que han sufrido agravio en el juicio, tiene específica proyección en el recurso de amparo a través de unos criterios que determinan si el demandante de amparo ostenta o no la legitimación para recurrir y que se hallan en la normativa de los arts.162.1.b) CE y 46.1.b) LOTC, normativa cerrada y autosuficiente que no podría resultar innovada por cualesquiera otras disposiciones, y que conduce a limitar la legitimación para interponerlo a los que reúnen las condiciones requeridas por dichos preceptos. El primero de ellos reconoce legitimación para interponer el recurso de amparo a toda persona natural o jurídica que invoque un interés legítimo, mientras que el segundo establece que están legitimados para interponer recurso de amparo contra resoluciones de los órganos judiciales quienes hayan sido parte en el proceso judicial correspondiente.




    Es de señalar que el art.53 CE circunscribe la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el art.14 y en sección primera del capítulo II, a los ciudadanos (“cualquier ciudadano”, se dice) y a la misma conclusión conduce el artículo 41.2 de LOTC, según el cual el recurso de amparo constitucional protege a todos los ciudadanos frente a las “violaciones de los derechos y libertades originadas por disposiciones, actos jurídicos o simple vía de hecho de los poderes públicos del Estado, las Comunidades Autónomas y demás entes públicos de carácter territorial, corporativo o institucional”. Es cierto que la doctrina constitucional, ha admitido el recurso de amparo constitucional en favor de quienes sea titulares de los derechos fundamentales y de las libertades públicas, sin limitarlo a los ciudadanos stricto sensu, de suerte que el problema de la titularidad o capacidad de derechos fundamentales y el de la titularidad de la acción de amparo constitucional, aunque teóricamente diferenciables, termina, desde este punto de vista por confundirse y su planteamiento, a veces, resulta difícil.




    Por lo que se refiere al derecho establecido en el art.24.1 CE, como derecho a la prestación de actividad jurisdiccional de los órganos del Poder Judicial del Estado, ha de considerarse, según extensa doctrina jurisprudencial, que tal derecho corresponde a las personas físicas y a las personas jurídicas, y entre estas últimas, tanto a las de derecho privado como a las de derecho público, en la medida en que la prestación de la tutela efectiva de los jueces y tribunales tiene por objeto los derechos e intereses legítimos que les corresponden. Por ello, hay que entender que, la titularidad del derecho que establece el art.24 CE corresponde a todas las personas físicas y a las personas jurídicas a quienes el ordenamiento reconoce capacidad para ser parte en un proceso y sujeta a la potestad jurisdiccional de jueces y tribunales, si bien en este último caso el reconocimiento del derecho fundamental debe entenderse dirigido a reclamar del órgano jurisdiccional la prestación a que como parte procesal se tenga derecho.




    Ahora bien, la relación entre los dos preceptos, i.e. el art.46.1.b) LOTC y el art.162.1.b) de la CE ha sido ya abordado en la doctrina constitucional realizando una interpretación integradora de ambos preceptos, entendiendo que la fórmula del art.46.1.b)LOTC complementa a la del art.162.1.b) del texto constitucional, sin que se deba considerar limitativa o restrictiva de ella, y poniendo de relieve que el primero, según el cual en los casos del art.44 LOTC están legitimados para el amparo “quienes hayan sido parte en el proceso judicial correspondiente”, debe ser interpretado de acuerdo con el citado precepto constitucional, que otorga legitimación para el amparo a “toda persona natural o jurídica que invoque un interés legítimo” es decir, a “toda aquella persona cuyo circulo jurídico pueda resultar perjudicado por la violación, por obra del poder, de un derecho fundamental, aunque la violación no se produjese en su contra”. De ahí que el TC haya sostenido que el requisito de haber sido parte en el proceso judicial previo, ni es siempre inexcusable, ni tampoco es siempre suficiente, para poder determinar con carácter general la existencia de legitimación y, contrariamente, que puedan estar legitimados para recurrir en amparo quienes, sin haber sido parte en el proceso, invoquen un interés legítimo en el asunto debatido. Y como recuerda el TC “que no se tiene legitimación activa para interponer un recurso de amparo por el sólo hecho de haber sido parte en el proceso judicial correspondiente”. Pues, a los efectos del recurso de amparo es suficiente que, con respecto al derecho fundamental infringido, el demandante se encuentre en una determinada situación jurídico-material identificable, no con un interés genérico en la preservación de derechos y que le autorice a solicitar su tutela de este Tribunal. Así pues, constituye doctrina constitucional que, a partir de una lectura sistemática e integradora de los arts.162.1.b), CE y 46.1.b), LOTC, para que concurra legitimación activa no es suficiente con haber sido parte en los distintos procedimientos que conforman la vía previa al amparo constitucional sino que es preciso que el demandante acredite un interés legítimo en el asunto que ha de ventilarse, sin que pueda confundirse dicho interés con un “interés genérico en la preservación de derechos”, sino que ha de tratarse de un “interés cualificado y específico” en la preservación de los derechos fundamentales cuya tutela se impetra (40). En consecuencia y aplicando esta doctrina jurisprudencial, el TC estimó que en un supuesto de legitimación de una esposa e hija de un condenado fallecido por una sentencia que se impugna que concurre la circunstancia legitimadora a la que se refiere el art.162.1.b) CE y que posibilita la sucesión procesal por las recurrentes en la personalísima acción en defensa de los derechos fundamentales. En efecto, la legitimación activa se sustenta no tanto en la titularidad del derecho cuya protección se demanda, cuanto en la posesión de un interés legítimo, categoría más amplia que la del derecho subjetivo y la de interés directo y, por tanto, la legitimación se concede a toda persona cuyo círculo jurídico pueda resultar afectado por la violación de un derecho fundamental aunque la violación no se ha producido directamente en su contra. Igualmente en un supuesto de un condenado que falleció sobrevenidamente a que promoviera el amparo constitucional, sus padres impugnaron la sentencia condenatoria invocando ante el TC un interés legítimo en la continuación del proceso constitucional, y es verdad que en este caso concurre la circunstancia legitimadora a la que se refiere el art.162.1.b) CE y que posibilita la sucesión procesal por los recurrentes en la personalísima acción en defensa de los derechos fundamentales (41). Y por último, el TC trató un supuesto del fallecimiento del demandante de amparo constitucional diciendo: “La sucesión procesal por las recurrentes en la personalísima acción en defensa de los derechos fundamentales está implícitamente prevista en el art.162.1.b) CE que se refiere a quien invoque un interés legítimo ya como dijo el TC en varios autos que la legitimación activa se sustenta fundamentadamente en la posesión de un interés legítimo, categoría más amplia que la de derecho subjetivo y la de interés directo y, por tanto, la legitimación se concede a toda persona cuyo círculo jurídico pueda resultar afectado por la violación de un derecho fundamental aunque la violación no se haya producido directamente en su contra. Y en este supuesto las consecuencias de las resoluciones judiciales alcanzaron exclusivamente a la persona fallecida y negativamente sobre los herederos. Por lo tanto, a raíz del fallecimiento del demandante se ha producido la desaparición sobrevenida del objeto del proceso, toda vez que sus herederos no ostentan un interés legítimo. Y como afirma el TC “la desaparición sobrevenida del objeto del proceso, aun cuando no contemplada expresamente en el art.86.1 LOTC, ha sido admitida por este Tribunal como forma de terminación de los distintos procesos constitucionales” (42).




    Y ahondando aún más en la exigencia del art.46.1.b de LOTC y para favorecer una mayor protección de los derechos y libertades ciudadanas, el TC ha flexibilizado el estricto cumplimiento del requisito del art.46.1 de la LOTC, eximiendo este requisito cuando se obstaculizara injustificadamente el acceso al proceso constitucional y extendiendo el concepto de parte “no sólo a quien lo fue en efecto, sino a quien pudo serlo o tenía derecho a serlo, o, a los que debiendo legalmente ser partes en un proceso no lo fueron por causa no imputable a ellos mismos y resultaron condenados, así como extenderlo a quienes, sin obtenerlo del órgano judicial, han pretendido razonablemente ser parte”.




    Por último, La jurisprudencia constitucional ha negado siempre la posibilidad de que las personas que comparecen en un proceso constitucional de amparo, a tenor del art.51.2 LOTC, una vez admitidos a trámite el recurso, puedan convertirse en codemandantes, y pedir la reparación o la preservación de sus propios derechos fundamentales. Quienes no interpusieron recurso de amparo dentro del plazo legal, o lo hicieron en términos inadmisibles, no pueden luego deducir pretensiones propias, independientes del recurso de amparo admitido, que es el que acota el objeto del proceso. El papel de los restantes comparecientes queda reducido a formular alegaciones y a que se les notifiquen las resoluciones que recaigan en el proceso de amparo que tiene por objeto, exclusivamente, las pretensiones deducidas por quien lo interpuso en tiempo y forma (43).




    En cuanto a la LEGITIMIDAD COMPAÑÍA DE SEGUROS, pues es doctrina constitucional que el derecho fundamental a obtener la tutela judicial efectiva reconocido en el art.24.1 CE comporta la exigencia de que en ningún momento pueda producirse indefensión, lo que significa que en todo proceso judicial debe respetarse el derecho a la defensa contradictoria de las partes contendientes mediante la oportunidad de alegar y probar procesalmente sus derechos o intereses, sin que pueda justificarse la resolución judicial inaudita parte más que en el caso de incomparecencia por voluntad expresa o tácita, o por negligencia imputable a la parte que pretende hacer valer dicho derecho fundamental. Este derecho ha sido reconocido para las entidades aseguradoras del ramo del automóvil por este Tribunal al establecer que, para condenar a una compañía aseguradora como responsable civil directa o subsidiaria, con base en la existencia de una póliza de seguro obligatorio o voluntario, es en todo caso necesaria la audiencia de la misma, salvo que no exista oposición alguna, aunque el alcance del derecho de contradicción puede ser limitado al peculiar objeto indemnizatorio o de resarcimiento. Por ello, en los supuestos de seguro obligatorio, en las cuales las compañías aseguradoras tienen únicamente la condición de terceros civiles responsables, existe una suficiente dación de conocimiento de la existencia del proceso y, por tanto, oportunidad de intervenir en el mismo, cuando aquéllas son requeridas a fin de que presten fianza conforme a lo dispuesto en la LECRM, pues “se instrumenta por dicha vía una defensa de derechos limitada respecto a dichas entidades, que no son terceros ofendidos por el delito, sino responsables por mandato legal o por contrato en virtud de la relación surgida del seguro obligatorio, y que en principio es bastante para una correcta decisión, dada la entidad menor de los derechos controvertidos y la necesidad de agilizar el procedimiento”. En esta línea, en materia de seguro obligatorio, el derecho y el interés de las compañías de seguros se limita a su obligación de pagar la indemnización y, por ello, a discutir tal obligación en relación con una regular vigencia del contrato de seguro, pues sólo si el seguro no existiera o derivara del contrato una excepción al pago, la compañía podría liberarse de su obligación, mientras que en materia de seguros voluntarios las compañías aseguradoras poseen, además, interés en la fijación del quantum de la indemnización, en definitiva, debe existir un interés concreto del sujeto que invoca el derecho fundamental y no únicamente el de la presencia de la compañía de seguros en el procedimiento (44).




    b) LEGITIMACIÓN DE LOS SINDICATOS: Es indiscutible que, los derechos fundamentales y las libertades públicas son derechos individuales que tienen al individuo por sujeto activo y al Estado por sujeto pasivo en la medida en que tienden a reconocer y proteger ámbitos de libertades o prestaciones que los poderes públicos deben otorgar o facilitar a aquéllos. Es cierto, no obstante, que la plena efectividad de los derechos fundamentales exige reconocer que la titularidad de los mismos no corresponde sólo a los individuos aisladamente considerados, sino también en cuanto se encuentran insertos en grupos y organizaciones, cuya finalidad sea específicamente la de defender determinados ámbitos de libertad o realizar los intereses y los valores que forman el sustrato último del derecho fundamental. En este sentido, la jurisprudencia constitucional ha señalado que el derecho de los ciudadanos a participar en los asuntos públicos lo pueden ejercer los partidos políticos, que el derecho de asociación lo pueden ejercer no sólo los individuos que se asocian, sino también las asociaciones ya constituidas, y que el derecho a la libertad de la acción sindical corresponde no sólo a los individuos que fundan sindicatos o se afilian a ellos, sino también a los propios sindicatos.




    Respecto a la legitimación de los SINDICATOS, el TC manifestó, con referencia a determinados procesos ante la jurisdicción laboral o contencioso-administrativa: “ Aunque la función constitucionalmente atribuida a los sindicatos no alcanza a transformarlos en guardianes abstractos de la legalidad, cualesquiera que sean las circunstancias en que ésta pretenda hacerse valer, es innegable que concurre el interés legítimo o “vínculo especial y concreto”, entre el sindicato (sus fines, su actividad, etc.) y el objeto de este recurso de amparo. los sindicatos desempeñan, tanto por el reconocimiento expreso de la Constitución (arts.7 y 28) como por obra de los Tratados Internacionales suscritos por España en la materia (Pacto Internacional de derechos económicos, sociales y culturales; y parte II Carta Social Europea), una función genérica de representación y defensa de los intereses de los trabajadores que, como ya ha sostenido la doctrina de este Tribunal, no descansa sólo en el vínculo de la afiliación, sino en la propia naturaleza sindical del grupo. La función de los sindicatos, pues, desde la perspectiva constitucional “no es únicamente la de representar a sus miembros, a través de los esquemas del apoderamiento y de la representación del derecho privado. Cuando la Constitución y la ley las invisten con la función de defender los intereses de los trabajadores, les legitiman para ejercer aquellos derechos que, aún perteneciendo en puridad a cada uno de los trabajadores ut singulus, sean de necesario ejercicio colectivo” (45). En la misma línea se pronunció con respecto a la Unión Sindical de Policías (46).




    c) LEGITIMACIÓN DE LAS ORGANIZACIONES: En relación con las ORGANIZACIONES DE CONSUMIDORES: en varias sentencias, el TC afirmó: “que las organizaciones de consumidores no sólo son instrumento de representación y defensa de intereses concretos de sus asociados, sino también de representación y defensa de intereses colectivos de los usuarios. Las asociaciones de consumidores y usuarios, por expresa previsión legal, “están legitimadas para representar a sus asociados y ejercer las correspondientes acciones en defensa de los mismos, esto es, para representar y defender los derechos e intereses de sus asociados como intereses distintos de los consumidores y usuarios” (art.51 CE;20.1 de la ley 26/84 de 19/7, general para la defensa de los consumidores y usuarios; y 16 del RD 825/90 de 22/6, por el que se regula el derecho de representación, consulta y participación de los consumidores y usuarios a través de sus asociaciones). Por lo tanto, la organización de consumidores y Usuarios no sólo está legitimada, por virtud de lo dispuesto en el art.7.3 de la LOPJ, para defender ante la jurisdicción ordinaria tanto los derechos e intereses colectivos de los consumidores o usuarios, como “los derechos e intereses de cada uno de los asociados”, sino que, de conformidad con los arts.162.1.b) CE y 46.1.b) LOTC, puede impetrar la protección de los mismos, cuando esté en juego un derecho fundamental, claro está, ante la jurisdicción constitucional.




    d) LEGITIMACIÓN DE LAS ASOCIACIONES: El interés legítimo a que alude el art.62.1 b) de la CE es un concepto más amplio que el interés directo. Sin necesidad de definir ahora en toda su extensión aquel concepto de interés legítimo, es evidente que en el mismo hay que entender incluido el interés profesional de promoción y defensa de una categoría de trabajadores, del que puede ser titular no sólo cada uno de ellos, individualmente considerados, sino también cualquier asociación o entidad que haya asumido estatutariamente esos mismos fines. En la medida en que dicho interés legítimo puede verse también afectado directamente por un acto o disposición recurrible en amparo, por haber infringido un derecho fundamental o libertad pública, debe reconocerse a las personas naturales o jurídicas que invoquen aquel interés legítimo como propio de la legitimación para interponer el recurso, a tenor de lo dispuesto en el art.162.1.b) CE. Lo mismo se aplica a la asociación de derechos humanos para impugnar honores y distinciones tal como lo ha resuelto el TC en su stc.282/2006. De la misma manera se pronunció con respecto a grupos étnicos, sociales e religiosos al decir: que son, por lo general, entes sin personalidad jurídica y, en cuanto tales, carecen de órganos de representación a quienes el Ordenamiento pudiera atribuirles el ejercicio de las acciones, civiles y penales, en defensa de su honor colectivo, de no admitir el art.162.1.b)CE, la legitimación activa de todos y cada uno de los tales miembros, residentes en España, para poder reaccionar jurisdiccionalmente contra las intromisiones en el honor de dichos grupos, no sólo permanecerían indemnes las lesiones a este derecho fundamental que sufrirían por igual todos y cada uno de sus integrantes, sino que también el Estado español de derecho permitiría el surgimiento de campañas discriminatorias, racistas o de carácter xenófobo, contrarias a la igualdad, que es uno de los valores superiores del Ordenamiento jurídico que nuestra Constitución proclama (art.1.1 CE) y que el art.20.2 del PIDCP expresamente proscribe toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituya incitación a la discriminación, la hostilidad o la violencia estará prohibida por la ley.




    e) LEGITIMACIÓN DE LOS ENTES PÚBLICOS: En principio los derechos fundamentales y las otras libertades públicas son derechos individuales que tienen al individuo por sujeto activo y al Estado por sujeto pasivo, en la medida en que tienden a reconocer y proteger ámbitos de libertades o prestaciones que los poderes públicos deben otorgar o facilitar a aquéllos. Por este motivo existen importantes dificultades para reconocer la titularidad de derechos fundamentales a las entidades de derecho público, pues la noción misma de “derecho fundamental” que está en la base del art.10 CE resulta poco compatible con entes de naturaleza pública. En consecuencia, lo que con carácter general es predicable de las posiciones subjetivas de los particulares no puede serlo, con igual alcance y sin más matización, de las que tengan los poderes públicos, frente a los que, principalmente, se alza la garantía constitucional (por ejemplo, a las personas públicas se les ha negado por este TC la titularidad del derecho a la igualdad (art.14 CE)).




    El amparo constitucional es una garantía procesal no sólo subsidiaria de la judicial, sino en sí misma extraordinaria y cuyo disfrute, por tanto, no garantiza la Constitución en la generalidad de los casos. Es de tener en cuenta que el art.53.2 CE se refiere al (eventual) recurso de amparo como garantía procesal subjetiva del ciudadano. Y si bien esta referencia expresa al ciudadano no impide que las personas jurídico-privadas también disfruten de aquella garantía procesal, según razonó este Tribunal con apoyo en las normas de legitimación del artículo 162.1.b CE, ello no justifica por sí que la misma ampliación subjetiva del amparo constitucional se deba predicar automática y necesariamente de las personas públicas. Ese carácter extraordinario del amparo constitucional lo viene apreciando el TC (en relación con las personas públicas) a la hora de interpretar los requisitos de legitimación que establece el artículo 162.1.b CE, como en supuestos determinados al no legitimar a las personas públicas para defender en amparo sus propios actos y competencias (47).




    El derecho a la tutela judicial efectiva, como derecho fundamental, protege, antes que nada, a los individuos frente al poder. Por extensión, también este derecho fundamental ampara a otros sujetos privados que son creación y expresión de las libertades de los ciudadanos. Por ello, el TC declaró en varias sentencias que “no se puede efectuar una integra traslación a las personas jurídicas de derecho público de las doctrinas jurisprudenciales elaboradas en desarrollo del citado derecho fundamental en contemplación directa de derechos fundamentales de los ciudadanos”. Desde la concepción de la justicia constitucional como instrumento de garantía de los ciudadanos frente al poder, la pretendida lesión del artículo 24.1 CE tampoco resulta atendible, puesto que el derecho a la tutela judicial efectiva que en el citado precepto se consagra no tiene para las personas jurídico-públicas el mismo alcance que para los ciudadanos. Así pues, a pesar de que la doctrina del TC ha reconocido a las personas jurídicas de derecho público el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva en cuanto el Ordenamiento les atribuye capacidad para ser partes en los procesos, sin embargo, no cabe extender sin más esa doctrina sobre la titularidad de las entidades públicas del derecho a la tutela judicial efectiva a otros derechos fundamentales susceptibles de ser invocados en amparo y, específicamente, al de no sufrir discriminaciones injustificadas proclamado en el artículo 14 CE. Además, el TC ha distinguido, en orden a la aplicación de este derecho y de su protección por la vía del amparo constitucional, entre la defensa de sus derechos e intereses legítimos y la defensa de sus actos y potestades administrativas. En efecto, cuando la prestación de la tutela judicial tiene por objeto determinados intereses legítimos de las entidades públicas, entendiendo por tales exclusivamente aquellos que derivan de su actividad no administrativa o pública, ningún óbice existe para que sean titulares del derecho fundamental consagrado en el artículo 24.1 CE en toda su extensión y con todas las garantías que ello conlleva. Se trata, principalmente, de supuestos en los que las personas públicas reaccionan frente a los actos de terceros (particulares u otras Administraciones Públicas) a los que no pueden imponer su voluntad por carecer frente a ellos de un poder exorbitante, con lo cual impetran el amparo judicial (previo al amparo constitucional) como medio de obtener un título que preste fuerza coactiva a su pretensión. En tales casos, ningún reparo existe para reconocerles la titularidad del derecho a la tutela judicial efectiva (art.24.1 CE) pues acceden al proceso en una situación procesal análoga a la de los particulares, instando la protección judicial como cualquier particular por estar desprovistas de una potestad exorbitante al efecto. Cuando el objeto de la tutela judicial lo configura la defensa de los actos de las Administraciones Públicas dictados en el ejercicio de sus potestades administrativas, de sus potestades exorbitantes, siendo la previa actuación judicial consecuencia de la reacción del particular frente al acto de la Administración, que acude al órgano judicial en solicitud de fiscalización del ejercicio que de su potestad ha hecho la Administración, la protección que el artículo 24.1 CE les otorga es bastante más reducida, pues se limita a no padecer indefensión en el proceso, lo cual implica, exclusivamente, que se les respeten los derechos procesales que establece el art.24 CE. Esto quiere decir que en estos casos la Administración no tiene derecho a la tutela judicial efectiva susceptible de ser amparado en defensa de sus potestades, sino que únicamente posee las restantes garantías que le dispensa el artículo 24 CE, pero desde una dimensión estrictamente procesal o, lo que es lo mismo, desde el punto de vista de las facultades inherentes a la condición de parte en el proceso, estando en todo caso amparadas por el derecho a no sufrir indefensión en el proceso (art.24.1 CE). En otras palabras, se puede decir que el TC en su análisis general, estableció la doctrina afirmando que por lo que se refiere al derecho establecido en el art.24.1 CE, como derecho a la prestación de actividad jurisdiccional de los órganos del Poder Judicial del Estado, ha de considerarse que tal derecho corresponde a las personas físicas y a las personas jurídicas, y entre estas últimas, tanto a las de derecho privado como a las del derecho público, en la medida en que la prestación de la tutela efectiva de los jueces y tribunales tiene por objeto los derechos e intereses legítimos que les corresponden. Sin embargo, por lo que concierne a este último derecho, este Tribunal ha dicho que no se puede efectuar una íntegra traslación a las personas jurídicas de derecho público de las doctrinas jurisprudenciales elaboradas en desarrollo del citado derecho fundamental en contemplación directa de derechos fundamentales de los ciudadanos. Por ello, hay que entender que, en línea de principio, la titularidad del derecho que establece el artículo 24 CE corresponde a todas las personas físicas y a las personas jurídicas a quienes el ordenamiento reconoce capacidad para ser parte en un proceso y sujeta a la potestad jurisdiccional de jueces y tribunales, si bien en este último caso el reconocimiento del derecho fundamental debe entenderse dirigido a reclamar del órgano jurisdiccional la prestación a que como parte procesal se tenga derecho (48). También precisó que, cuando “los órganos públicos no actúan como decisores de conflictos de intereses, ni ostentan un interés propio que se oponga al de otro ente público implicado en la decisión, sino que ejercen funciones de control de la legalidad”, “la decisión de estos órganos públicos, garantes de la legalidad de los actos de otros órganos igualmente públicos, no compromete, ni incide en el interés legítimo de estos últimos”, por lo que la falta de un recurso jurisdiccional no menoscaba, en tales supuestos (como por ejemplo en los juzgados de vigilancia penitenciaria en defensa de los actos de los centros se le niega a la Administración General), el derecho a la tutela judicial. Así, se puede concluir que sólo en supuestos excepcionales una organización jurídica pública disfruta (ante los órganos judiciales del Estado) del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva; y por lo mismo, sólo excepcionalmente se puede considerar al recurso de amparo como cauce idóneo para que las personas públicas denuncien una defectuosa tutela de los jueces y tribunales. Las excepciones que se contienen en la jurisprudencia constitucional contemplan a las personas públicas en aquellos litigios en los que su situación procesal es análoga a la de los particulares y donde las personas públicas no gozan de privilegios o prerrogativas procesales y piden justicia como cualquier particular (49). Esa excepcionalidad extiende “singulares garantías procesales” a las personas públicas en atención “al interés objetivo en que el proceso sirva de forma idónea a la función jurisdiccional atribuida por la Constitución a jueces y tribunales (art.117.1 CE)”, con alusión expresa a la estabilidad de las resoluciones que pongan fin al proceso. De todo ello deriva que las personas públicas, una vez que han asumido la condición de parte en el proceso, han de estar amparadas, por la “singular garantía procesal” que es la “estabilidad de las resoluciones que pongan fin al proceso” para que éste “sirva de forma idónea a la función jurisdiccional”. En cuanto al derecho de acceso al proceso o a la jurisdicción, las personas públicas son titulares de este derecho y según el criterio del TC esta vertiente del artículo 24.1 CE sólo tutela a las personas públicas frente a los jueces y tribunales, no en reacción con el legislador (50). Corresponde a la ley procesal determinar, entonces, los casos en que las personas públicas disponen de acciones procesales para la defensa del interés general que les está encomendando. Lógicamente, aquella tarea de configuración legal ha de ejercerse con sometimiento al Ordenamiento Constitucional, lo que impide no sólo exclusiones procesales arbitrarias, sino incluso aquellas otras que pudieran hacer irreconocible el propio derecho de acceso al proceso. Por lo tanto el alcance limitado del artículo 24.1 CE en relación con las personas públicas actúa respecto del legislador, no en relación con el juez. Así que la interpretación judicial de las normas de acceso al proceso estará guiada, también en relación con las personas públicas, por el principio pro actione (cuando se trate de acceso a la jurisdicción) o por el canon constitucional de interdicción de la arbitrariedad, la irrazonabilidad y el error patente, cuando se trate de acceso a los recursos legales.




    De la misma forma se ha de decir respecto a que, como excepción, las personas públicas están amparadas por el derecho a no sufrir indefensión en el proceso (art. 24.1 CE). Así lo ha entendido el TC en relación con procesos donde una defectuosa contradicción entre las partes conducía a un vicio de incongruencia en la resolución del litigio. Y ello con independencia de qué derechos o competencias se hagan valer, quiénes sean las otras partes procesales y el orden jurisdiccional ante el que actúen. Es de destacar aquí que la prohibición de indefensión procesal a las personas públicas protege inmediatamente a éstas, pero mediatamente también a otros intereses: al interés objetivo en que el proceso sirva de forma idónea a la función jurisdiccional atribuida por la Constitución a jueces y tribunales (art.117.1 CE). Y también al interés de las otras partes de que el proceso en el que actúan esté desprovisto de toda indefensión; de esta forma queda reforzada la confianza de las demás partes en la estabilidad de las resoluciones que pongan fin al proceso. Correlato lógico del derecho a no sufrir indefensión es el disfrute, por las personas públicas, de las singulares garantías procesales que se enuncian en el artículo 24.2 CE, y cuya esencial vinculación con la prohibición de indefensión viene siendo destacada por este Tribunal en numerosas resoluciones (51).




    Conforme a lo que antecede las posibilidades que tienen las Administraciones públicas de defender sus “derechos” en vía de amparo son muy limitados. Hay que tener en cuenta que el recurso de amparo constitucional es una garantía procesal, no sólo subsidiaria de la judicial, sino en sí misma extraordinaria, y cuyo disfrute no queda garantizado por la Constitución en la generalidad de los casos. En efecto, el art.53.2 CE se refiere al eventual recurso de amparo como garantía procesal subjetiva del ciudadano (“cualquier ciudadano” dice). Y si bien esta referencia expresa al ciudadano no impide que las personas jurídico-privadas también disfruten de aquella garantía procesal con apoyo en las normas de legitimación del artículo 162.1.b CE, ello no justifica por sí que la misma ampliación subjetiva del amparo constitucional se deba predicar automática y necesariamente de las personas públicas, tanto más cuando ese artículo (el 162.1-b CE) no las legitima para defender en amparo sus propios actos y competencias. Es más, el propio artículo 34 del CEDH impide que las organizaciones públicas invoquen ante el Tribunal de Estrasburgo los derechos reconocidos por el Convenio de Roma, y entre ellos, por ejemplo, el derecho a un juicio justo (art.6.1 CEDH). Ninguna distinción han hecho los órganos del Convenio Europeo en torno a la clase de derechos cuya defensa en juicio pretendía cada organización jurídica pública, como muestran la Decisión de la CEDH, de 14/12/88 (52). Tampoco quedaría expedito el acceso al recurso de amparo postulando la defensa, no ya de la titularidad de un derecho fundamental, sino de un “interés legítimo” conforme al art.162.1.b CE. En efecto, el recurso de amparo es, en principio, un instrumento procesal con sustantividad propia, para cuya utilización sólo vienen legitimadas las personas directamente afectadas, entendiendo por tales aquéllas que sean titulares del derecho subjetivo presuntamente vulnerado. En consecuencia no habilita a la defensa de un derecho fundamental por quien no es titular (salvo, por ejemplo, en determinados supuestos de representación o de sucesión procesal), pues la acción es de carácter personalísima y no puede ser ejercitada por persona diversa a la de su originario titular, único legitimado para impetrar la protección del propio derecho, tanto más cuando su objeto la constituyen derechos fundamentales estrictamente vinculados a la propia personalidad, derivados sin duda de la “dignidad de la persona” que reconoce el art.10 CE y ligados a la existencia misma del individuo, entre los cuales se encuentra, el principio de igualdad del artículo 14 CE. Así, y aunque sea posible también su acceso (como dice el artículo 162.1.b CE) a quien invoque un “interés legítimo” dicho interés debe ser cualificado o específico, por estar referido a algún derecho fundamental.




    f) LEGITIMACIÓN DE LOS EXTRANJEROS: El problema de la titularidad y ejercicio de los derechos y, más en concreto, el problema de la igualdad en el ejercicio de los derechos, depende del derecho afectado. Existen derechos que corresponden por igual a españoles y extranjeros y cuya regulación ha de ser igual para ambos; existen derechos que no pertenecen en modo alguno a los extranjeros (los reconocidos en el art.23 de la CE según dispone el art.13.2 y con la salvedad que contienen); existen otros que pertenecerán o no a los extranjeros según lo dispongan los tratados y las leyes, siendo entonces admisible la diferencia de trato con los españoles en cuanto a su ejercicio. El hecho de que el recurrente sea un ciudadano extranjero, en nada ha impedido a que TC haya reconocido, en varias resoluciones, a los extranjeros, con independencia de su situación jurídica, la titularidad del derecho a la tutela judicial efectiva, y, por lo tanto, tenga que garantizar el derecho fundamental invocado.




    El párrafo 1º del artículo 13 CE no significa que los extranjeros gozarán sólo de aquellos derechos y libertades que establezcan los tratados y las leyes, significa, sin embargo, que el disfrute por los extranjeros de los derechos y libertades reconocidos en el título I CE (y por consiguiente se le reconoce también a ellos en principio, con las salvedades concernientes a los arts.19,23 y 29, como se desprende de su tenor literal y del mismo art.13 en su pfo. segundo) podrá atemperarse en cuanto a su contenido a lo que determinen los Tratados Internacionales y la ley interna española. Pero ni siquiera esta modulación o atemperación es posible en relación con todos los derechos, pues existen derechos que corresponden por igual a españoles y extranjeros y cuya regulación ha de ser igual para ambos (por ejemplo derechos que pertenecen al derecho de la persona como tal y no como ciudadano). Uno de estos derechos es el que “todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales” según dice el artículo 24.1 CE, ello es así no sólo por la dicción literal del citado artículo (“todas las personas”), sino porque a esa misma conclusión se llega interpretándolo, según exige el artículo 10.2 CE, de conformidad con el art.10 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, con el art.6.1 del Convenio de Roma de 4/11/1950 y con el art.14.1 del PIDCP de nueva York de 19/12/1966, textos en todos los cuales el derecho equivalente al que la Constitución denomina tutela judicial efectiva es reconocido a “toda persona” o a “todas las personas”, sin atención a su nacionalidad. Por consiguiente, la nacionalidad sea española o extranjera de quien pide el amparo constitucional es irrelevante para otorgarlo o denegarlo (53).




    3º) AGOTAR LA VÍA JUDICIAL PREVIA MEDIANTE LA UTILIZACIÓN DE LOS RECURSOS ÚTILES Y POSIBLES ANTES DE ACUDIR AL PROCESO DE AMPARO CONSTITUCIONAL: El artículo 41.1 de la LOTC establece que el recurso de amparo protege frente a las violaciones de los derechos y libertades fundamentales reconocidos en los arts. 14 a 29 de la CE y las violaciones originadas en disposiciones, actos jurídicos, omisiones y vías de hecho de los poderes públicos (y su art.54 es un recordatorio) y en su apartado 3 establece que en dicho proceso constitucional no pueden hacerse valer otras pretensiones que las dirigidas a restablecer o preservar los derechos o libertades. La misma ley, al desarrollar, en el capítulo I del título 3º la normativa referente a la procedencia e imposición del recurso de amparo constitucional, dedica su art.44, además de la demanda y legitimación, a las violaciones de los derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional que tuvieran su origen inmediato y directo en un acto u omisión de un órgano judicial. Pues bien, tales violaciones pueden dar lugar a este recurso siempre que se cumplan requisitos de inexcusable cumplimiento a la pretensión para su admisión y viabilidad procesal; por una parte es el agotamiento de la vía judicial, utilizando en ella todos los recursos disponibles o utilizables; y por otra es el haber invocado allí, sin éxito, la violación del derecho fundamental que sirva luego de soporte al amparo constitucional (art.44.1-a) y c) LOTC. Y por último que la violación del derecho o libertad sea imputable de modo inmediato o directo a una acción u omisión del órgano judicial.




    El carácter subsidiario del amparo, tiene como fin el dejar actuar en primera línea a los jueces y tribunales que uno a uno ejercen y en conjunto conforman el Poder Judicial, por ser los guardianes naturales y primeros de los derechos fundamentales y las libertades ciudadanas, y ese carácter se ve reflejado en los requisitos exigibles a la pretensión para su viabilidad procesal.




    a) AGOTAR LA VÍA JUDICIAL PREVIA MEDIANTE LA UTILIZACIÓN DE LOS RECURSOS ÚTILES: En cuanto al primer requisito, es decir, el de agotar la vía judicial previa mediante la utilización de los recursos útiles, no es, a tenor de la doctrina constitucional, una exigencia de un mero formalismo retórico o inútil, ni una forma inocua y vacía, sino que supone un elemento esencial en el sistema de articulación de la jurisdicción constitucional con la jurisdicción ordinaria, cuyo exacto cumplimiento resulta indispensable para preservar el ámbito que la Constitución reserva a la jurisdicción ordinaria (art.117.3 CE) y al propio tiempo para no desnaturalizar la función jurisdiccional propia del TC como intérprete supremo de la Constitución (art.1 LOTC) (54).




    Dicha exigencia responde a una doble finalidad. En primer término, que los órganos judiciales tengan oportunidad para pronunciarse sobre la violación constitucional, haciendo posible el respeto y restablecimiento del derecho constitucional en sede jurisdiccional ordinaria. En segundo lugar, la de preservar la inequívoca naturaleza subsidiaria de la jurisdicción constitucional de amparo, que resultaría desvirtuado si ante ella se plantearan cuestiones sobre las que previamente, a través de las vías procesales oportunas, no se ha dado ocasión de pronunciarse a los órganos de la jurisdicción ordinaria correspondiente, evitando que el acceso a la jurisdicción constitucional se produzca per saltum. Por lo que quienes se consideran lesionados en los derechos fundamentales que la Constitución garantiza por un acto de los poderes públicos deben utilizar todos los recursos que ofrecen las leyes vigentes y actuar con diligencia para buscar el remedio de esta lesión de los jueces y tribunales integrados en el Poder Judicial a los que se ha de ofrecer la posibilidad de pronunciarse sobre el fondo de la cuestión, es decir, agotar todos los medios de impugnación ordinarios o extraordinarios antes de acudir al amparo constitucional. Cuando la vía judicial procedente se frustra porque el recurso intentado no resulta admisible ha de entenderse en principio incumplido, por tanto, el requisito que el art.43.1 LOTC impone e impracticable por tanto la vía de amparo ante este Tribunal. No implica lo que antes se dice que los autos o sentencias que declaran la inadmisión de un recurso ante los órganos del Poder Judicial no sean en sí mismos susceptibles de ser impugnados a través del amparo constitucional cuando a tales autos o sentencias se imputa, de modo inmediato y directo, la violación de un derecho constitucionalmente garantizado, o que no puedan darse supuestos en los que la sentencia de inadmisión agota efectivamente la vía judicial procedente porque contiene implícitamente un pronunciamiento sobre la naturaleza misma del derecho debatido (55).




    Cuando en una determinada fase del procedimiento judicial, todavía no concluido por sentencia definitiva, se produce una violación de derechos constitucionales no es ajustado a la LOTC interrumpir dicho procedimiento y acudir per saltum al TC, sin haber agotado las vías judiciales procedentes en el marco del propio proceso que se encuentra. Sólo cuando el proceso judicial previo haya finalizado por haber recaído una resolución firme y definitiva puede entenderse agotada la vía judicial y, consecuentemente, es posible acudir ante el TC en demanda de amparo. No puede estimarse cumplido el requisito del agotamiento de la vía judicial previa que establece el artículo 44.1.c de la LOTC, cuando la queja se deduce frente a resoluciones judiciales dictadas en el seno de un proceso que aún no ha finalizado, pues es necesario, en el respeto a la naturaleza subsidiaria propia del recurso de amparo, instarseprioritariamente ante los órganos jurisdiccionales por el cauce de los correspondientes recursos para garantizar así la correcta articulación entre el TC y los órganos integrantes del Poder Judicial, a quienes primeramente corresponde la reparación de las posibles lesiones de derechos invocadas por los ciudadanos, de manera que la jurisdicción constitucional sólo puede intervenir una vez que se haya brindado a los órganos judiciales la oportunidad de pronunciarse y, en su caso, remediar la lesión invocada como fundamento del recurso de amparo constitucional, evitando así que el acceso a esta jurisdicción constitucional se produzca per saltum. El TC, también, ha destacado que, en casos de anulación de sentencias absolutorias con retroacción de actuaciones, se puede o bien impugnar en amparo directamente dicha decisión, sin incurrir en falta de agotamiento, o bien esperar a que se dicte la nueva decisión por si la misma fuera absolutoria, sin incurrir en extemporaneidad.




    La regla general es garantizar el cumplimiento del principio constitucional de subsidiariedad. Sin embargo, esta regla general ha de ser excepcionada en supuestos específicos en los que, de obligar al particular a agotar la vía judicial ordinaria, se produciría una injustificada perpetuación en el tiempo de la lesión de su derecho fundamental o se consumiría definitivamente dicha violación haciéndose imposible o dificultándose gravemente el establecimiento in integrum por el TC del derecho fundamental vulnerado. Así por ejemplo, en un supuesto de inadmisión del recurso de amparo por su carácter prematuro de la pretensión de amparo, se afirmó que: “no puede estimarse cumplido el requisito del agotamiento de la vía judicial previa que establece el artículo 44.1.a LOTC cuando la queja se deduce frente a resoluciones judiciales dictadas en el seno de un proceso penal que aún no ha finalizado, pues es necesario, en el respeto a la naturaleza subsidiaria propia del recurso de amparo plantear dicha cuestión y dar posibilidad a los órganos judiciales de pronunciarse sobre tales vulneraciones antes de acudir en petición de amparo ante este Tribunal”. El marco natural en el que ha de intentarse la reparación del derecho constitucional vulnerado por la actuación del órgano jurisdiccional es el mismo proceso judicial previo, de tal modo que, en principio, sólo cuando éste haya finalizado por haber recaído una resolución firme y definitiva puede entenderse agotada la vía judicial y, consecuentemente, es posible acudir ante este Tribunal en demanda de amparo (56). Ahora bien, esta doctrina constitucional ha admitido excepciones que conducen a la inaplicación de la causa de inadmisión. Así, en primer término, la regla general consistente en la consideración del carácter prematuro del recurso de amparo cuando éste se dirige contra resoluciones dictadas en el curso penal en tramitación, ha sido exceptuada por este Tribunal en relación con aquellas resoluciones que, por referirse a la situación personal del encausado, pueden afectar de manera irreparable a la libertad personal del mismo. Una segunda razón cuando concurre el efecto actual o inmediato de la lesión denunciada, entendida la “actualidad” como aquélla que “hace sentir sus efectos de inmediato y por ello ha de ser denunciada cuando se produce y no cuando recae resolución que pone fin al proceso”; y ello, por cuanto, “obligar al particular a agotar la vía judicial ordinaria produciría una injustificada perpetuación en el tiempo de la lesión de su derecho fundamental o se consumiría definitivamente la violación, haciéndose imposible o dificultándose gravemente el restablecimiento in integrum por el Tribunal Constitucional del derecho fundamental vulnerado” (57).




    En resumen, conforme a una reiterada y consolidada doctrina constitucional, la vía judicial previa sólo puede considerarse efectivamente agotada y, en consecuencia, abierta la del proceso constitucional de amparo cuando los recursos jurisdiccionales pertinentes y útiles se hayan interpuesto en tiempo y forma, ya que si se interponen extemporáneamente o sin cumplir los requisitos procesales exigibles, el órgano judicial llamado a resolverlos se verá privado de la posibilidad de entrar en el conocimiento y resolución de los temas de fondo, no pudiendo en tales circunstancias reparar la lesión constitucional que en su caso, pudiera ser después susceptible de impugnación en el proceso de amparo constitucional, lo que es contrario a la naturaleza subsidiaria del recurso de amparo. De modo que el fracaso de los recursos idóneos para obtener la reparación del derecho constitucional supuestamente vulnerado equivaldría a su no utilización cuando tal fracaso sea imputable a la conducta procesal del recurrente. Y el TC, en varias de sus sentencias, ha establecido “que la presentación extemporánea de un recurso equivale a la no utilización del mismo e implica el no agotamiento de la vía judicial previa”. Así como cuando la queja se deduce frente a resoluciones judiciales dictadas en el seno de un proceso que aún no ha finalizado, por no haberse pronunciado en él una resolución firme y definitiva, no puede entenderse agotada la vía judicial y, consecuentemente no es posible acudirse ante este TC en demanda de amparo. Y, por último, que no puede considerarse razonable exigir a quien ha obtenido una sentencia que le resulta en todo favorable que la impugne con el fin de cumplir los requisitos procesales que exige el recurso de amparo, en el caso hipotético de que con posterioridad quiera recurrir en amparo una eventual sentencia revocatoria de la misma dictada con ocasión de algún recurso que alguna parte procesal interponga contra ellas (58).




    b) AGOTAR LOS RECURSOS QUE PUDIERAN RESULTAR RAZONABLEMENTE ÚTILES Y ADECUADOS PARA LA OBTENCIÓN DEL FIN CON QUE SE IMPETRA EL AMPARO: La exigencia de agotamiento de la vía previa (art.44.1.a) LOTC) tiene por objeto preservar el carácter subsidiario del recurso de amparo, evitando que el acceso a la jurisdicción constitucional se produzca per saltum, esto es, sin dar oportunidad a los órganos judiciales de pronunciarse y, en definitiva, remediar la lesión que luego se invoca, pues son ellos quienes tienen encomendada en nuestro sistema constitucional la tutela general de los derechos y libertades. Por consiguiente, el agotamiento de la vía judicial ordinaria se malogra cuando no se hace uso de los recursos que son razonablemente exigibles a la parte, y también cuando, aun haciendo valer los recursos exigibles, el modo de su utilización priva a los órganos judiciales de la efectiva posibilidad de reparar la vulneración del derecho fundamental (59).




    Cuando en el art.44.1.a) LOTC se exige el agotamiento de “todos los recursos utilizables” no se está diciendo una obligación de hacer uso de la totalidad de los posibles o imaginables sino sólo de “aquellos que puedan ser conocidos y ejercitables por los litigantes, sin necesidad de superar unas dificultades interpretativas mayores de lo exigible razonablemente” (60), esto es, “sólo sólo han de ser utilizados aquellos cuya procedencia se desprenda de modo claro y terminante del tenor de las previsiones legales, y además que, dada su naturaleza y finalidad, sean adecuados para reparar la lesión presuntamente sufrida. En consecuencia, únicamente cabrá entender cumplida la exigencia establecida en el mencionado art.44.1.a) LOTC cuando el remedio procesal sea procedente y adecuado para dar satisfacción a la pretensión que trata de satisfacerse en vía de amparo constitucional y, además, su utilización pueda calificarse como razonablemente exigible. Por lo que sólo han de ser utilizados aquellos cuya procedencia se desprenda de modo claro y terminante a tenor de las provisiones legales y, además, que dada su naturaleza y finalidad sean adecuados para reparar la lesión presuntamente sufrida” (61).




    Los requisitos de admisibilidad de la demanda de amparo deben de ser examinados teniendo en cuenta como marco temporal de referencia el momento en que fue interpuesta Y, de otro, que, para que entre en funcionamiento la justicia constitucional, es preciso que estén agotadas las vías judiciales. El TC ha señalado reiteradamente que, a la hora de comprobar el cumplimiento del requisito procesal en cuestión, ha de partir del hecho de que la determinación de los supuestos en los que cabe un recurso es una cuestión de legalidad ordinaria que en última instancia debe ser resuelta por el Tribunal competente. No obstante, en la medida en que lo exige la LOTC, el TC debe necesariamente ejercer un control sobre el correcto agotamiento de la vía judicial previa, lo que le obliga a un pronunciamiento ad casum sobre la necesidad o no de haber interpuesto contra la resolución que se impugna un determinado recurso, si bien este control debe limitarse a examinar si el recurso era razonablemente exigible. Esta exigencia de razonabilidad se traduce en que, aun cuando en ningún momento puede quedar al arbitrio del recurrente o de su dirección letrada la estimación de si es o no necesario interponer un determinado recurso para entender agotada la vía judicial previa, el presupuesto procesal del agotamiento no puede configurarse como la exigencia de interponer cuantos recursos fueren imaginables, sino sólo aquellos cuya procedencia se desprenda de modo claro y terminante del tenor de las previsiones legales, sin necesidad de complejos análisis jurídicos o de complejas interpretaciones, precisándose además que, dada su naturaleza y finalidad, sean adecuados para reparar la lesión presuntamente sufrida. Por el contrario, cuando la interposición del recurso procedente requiere un razonamiento excesivamente complejo, no puede exigirse al ciudadano que supere esas dificultades de interpretación.




    Los recursos útiles son sólo aquellos que razonablemente puedan ser conocidos y ejercidos por los litigantes. En tal sentido el TC ha manifestado que todos los recursos no son la totalidad de los posibles o imaginables, y según reiterada doctrina del TC, el requisito de agotamiento de la vía judicial previa, no exige la interposición de todos los recursos posibles y utilizables en dicha vía sino tan sólo la de aquellos que pudieran resultar razonablemente útiles y adecuados para la obtención del fin con que se impetra el amparo. También, en distintas ocasiones, el TC ha declarado que la indebida prolongación de la vía judicial previa por causa de la interposición de un recurso no autorizado por la Ley puede ocasionar la extemporaneidad del recurso de amparo por prórroga indebida del plazo establecido en el art.44.2 LOTC, ya que la subsidiaridad conduzca ni pueda conducir a una sucesión ilimitada de recursos judiciales, incompatible con el principio de seguridad jurídica que la CE consagra en su art.9.3. Por ello y a efectos de enjuiciar si un recurso es manifiestamente improcedente y que dicha consecuencia se produzca, el Tribunal ha venido armonizando las exigencias del principio de seguridad jurídica (art.9.3 CE) y el derecho a la tutela judicial efectiva (art.24.1 CE) (62), en aras a una aplicación restrictiva del concepto de recurso manifiestamente improcedente, lo que conduce a una aplicación restrictiva del concepto del recurso improcedente a efectos de apreciar la extemporaneidad del recurso por haberse alargado indebidamente la vía judicial previa, circunscribiéndola a los casos en los que tal derive de manera terminante, clara e inequívoca del propio texto legal, esto es, comprobable prima facie sin intervención de dudas interpretativas que sea necesario despejar por medio de criterios no absolutamente indiscutibles (63), ya que el respeto debido al derecho de la parte a utilizar cuantos recursos considere útiles para la defensa de sus intereses impide exigirle que se abstenga de emplear aquellos cuya improcedencia sea razonablemente dudosa y, en consecuencia, que asuma el riesgo de incurrir en una falta de agotamiento de la vía judicial previa. De este modo, es doctrina consagrada que debe permitirse la utilización de cuantos recursos se consideren útiles para la defensa de los intereses de las partes, “siempre que no se vislumbre en ello una intención meramente dilatoria o defraudadora del carácter preclusivo y perentorio del plazo para demandar en amparo”.




    También, tiene declarado el TC que la vía judicial previa sólo se puede considerarse efectivamente agotada, y, en consecuencia, abierta la del proceso constitucional de amparo, cuando los recursos jurisdiccionales pertinentes y útiles hayan sido interpuestos en tiempo y forma. Es decir, no basta con interponer el recurso útil, sino que es exigible hacer uso efectivo del mismo, plantearlo correctamente en tiempo y forma, de manera que se hayan agotado las posibilidades de defensa que el Ordenamiento ofrece para que los órganos del Poder Judicial puedan poner remedio a la vulneración de derechos constitucionales que se dice sufrida. De modo que el fracaso de los recursos idóneos para obtener la reparación del derecho constitucional supuestamente vulnerado equivaldría a su no utilización, cuando tal fracaso sea imputable a la conducta procesal del recurrente en amparo (64). De igual modo, el mismo TC no ha considerado agotados los recursos utilizables cuando la interposición adolece de irregularidades procesales que llevan a su inadmisión, ni tampoco cuando, una vez interpuestos, la inactividad de la parte provoca su desestimación, pues, a efectos del art.44.1.a) LOTC, la frustración procesal de un recurso por causa imputable a la parte equivale a su no utilización. Y según el TC el agotamiento de la vía judicial ordinaria no sólo se malogra cuando no se hace uso de los recursos que son razonablemente exigibles a la parte sino también cuando aún haciendo valer los recursos exigibles, el modo de utilización priva a los órganos judiciales de la efectiva posibilidad de reparar la vulneración del derecho fundamental”. Y por último, cuando la violación se imputa a la decisión que pone fin al proceso, sin que existan otras vías jurisdiccionales útiles, es claro que no hay oportunidad procesal para la invocación, deviniendo inexigible tal requisito. No otra cosa se colige del art.44.1.c) cuando a su final dice “hubiere lugar para ello” (65).




    C) PRONTA Y FORMAL INVOCACIÓN TEMPORÁNEA PREVIO DEL DERECHO CONSTITUCIONAL SUPUESTAMENTE VULNERADO Y SU INTERPRETACIÓN FLEXIBLE Y FINALISTA:




    a) PRONTA Y FORMAL INVOCACIÓN TEMPORÁNEA Y SU FINALIDAD: Conviene recordar que es doctrina constante del TC la de que el requisito exigido por el art.44.1.c) LOTC no es un mero formalismo retórico o inútil, ni una forma inocua de la observancia de dicho requisito. Su finalidad y su sentido más profundo, es decir, la razón que sustenta esta exigencia por dicho artículo estriba en la necesidad de preservar el carácter subsidiario del recurso de amparo constitucional, configurándose como un mecanismo esencial para la articulación entre la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción constitucional, y que con carácter previo al recurso de amparo se haya dado una efectiva oportunidad a los órganos jurisdiccionales ordinarios para poder cumplir así su función tutelar de los derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional y reparar la vulneración supuestamente cometida a través de la inserción en el proceso judicial del problema constitucional que constituye el objeto del recurso de amparo constitucional, así como preservar “los derechos de la otra parte, a la que también ha de darse oportunidad en el curso del proceso judicial para que pueda argumentar dialécticamente y defenderse sobre esa presunta violación del derecho fundamental” (66). Sin embargo, del hecho de que el art.44.1.c) hable de una invocación formal del derecho, no se desprende que para entender cumplido el requisito legal haya de llenarse un determinado, formalismo, pues el recurso de amparo no puede estar rodeado de más exigencias formales que aquéllas que requiera su recto funcionamiento. El respeto de la finalidad apuntada de preservar el carácter subsidiario del recurso de amparo ha guiado la interpretación de este requisito y el contenido mínimo del que debe dotarse la invocación para que pueda considerarse cumplido. Así, el TC, entendiendo que los derechos fundamentales constituyen la esencia misma del régimen constitucional y que, en consecuencia, no cabe someter su protección en vía de amparo a formalismos desprovistos de significado material, ha rechazado toda interpretación literal o excesivamente rigurosa del requisito en cuestión, mas tal rechazo del entendimiento puramente formalista no ha llegado, ni podía llegar, a un vaciamiento absoluto del contenido de un precepto de su propia ley orgánica, a la que, de acuerdo con la Constitución, se halla sometido y que responde a la naturaleza subsidiaria del recurso de amparo, que se desprende claramente del art.53.2 CE. Por ello, en diversas declaraciones ha ido concretando que, si bien la invocación formal exigida por el art.41.1.c) LOTC no requiere la mención del artículo concreto de la Constitución en que se proclama el derecho, ni siquiera la de su nomen iuris, sí ha de ofrecer base suficiente para que, en la vía judicial, pueda entrarse a conocer de las concretas vulneraciones aducidas, lo que requiere, al menos, una delimitación del contenido del derecho que se dice violado.” (67).




    Ahora bien, esta flexibilidad debe tener un límite, pues no se puede llevar hasta el extremo de ignorar, restringir o sustituir la voluntad del recurrente, decidiendo acerca de la existencia o no de lesiones que claramente no hayan sido objeto de su queja. Este límite inmanente a la aplicación finalística del mencionado precepto de la ley ha sido claramente precisado: “Por muy flexible que sea este Tribunal en la exigencia del cumplimiento del requisito del art.44.1.c), no puede llegar esa flexibilidad a anular prácticamente esa exigencia legal al socaire de planteamientos implícitos o presumibles o sobreentendidos, puesto que el rechazo del entendimiento literal o excesivamente rigorista de dicho requisito no ha llegado ni podía llegar a una vaciamiento absoluto del contenido de un precepto legal cuya ordenación responde a la naturaleza subsidiaria del recurso de amparo que se desprende claramente del artículo.53.2 CE, razón por la cual y, para que se cumpla la finalidad perseguida con aquel requisito, el titular del derecho fundamental debe ofrecer base y claridad suficiente en las alegaciones formuladas, de los términos en que se ha planteado el debate procesal, o de la descripción fáctica o histórica o de los datos o circunstancias de hecho de la violación del derecho fundamental o del agravio del mismo para que, en la vía judicial, el órgano judicial pueda conocer de las concretas vulneraciones después aducidas en el recurso de amparo, lo que requiere, que el tema quede acotado en términos que permitan a los órganos judiciales pronunciarse sobre el mismo, y como es obvio, sólo es exigible en aquellos casos en que el recurrente ha tenido oportunidad de realizar tal invocación” (68).




    La protesta o invocación ha de ser expresa e inteligible aunque no sea exigible la mención del precepto constitucional que cobija el derecho sedicentemente atacado y menos aun del ordinal en la constitucional. En resumidas cuentas, no se requiere una especie de editio actionis, bastando para considerar cumplido el requisito con que de las alegaciones del recurrente pueda inferirse la lesión del derecho fundamental que luego se intente invocar en el recurso de amparo, siempre que la queja haya quedado acotada en términos que permitan a los órganos judiciales pronunciarse sobre la misma y cumplir con su función de tutelar los derechos fundamentales y libertades públicas susceptibles de amparo constitucional causada por él mismo o por el órgano inferior, al objeto de preservar el carácter subsidiario que ostenta el recurso de amparo constitucional (69).




    b) MOMENTO DE LA INVOCACIÓN: El requisito previsto en el art.44.1.c) LOTC incluye una doble exigencia: la invocación formal del derecho constitucional vulnerado y el que esa invocación se produzca “tan pronto como, una vez conocida el hecho determinante de la violación, hubiere lugar para ello” (70). Esta doble exigencia, de forma y tiempo, implica que la inobservancia del requisito puede producirse, bien de manera radical, cuando no se ha invocado el derecho constitucional ante los órganos de la jurisdicción ordinaria, bien de forma menos extrema, pero a la postre potencialmente eficaz, so pena de eliminar la funcionalidad lógica del elemento temporal inserto en el requisito, cuando, aun indicada la violación, esa invocación hubiera sido tardía por no realizada” tan pronto como hubiera sido conocida.




    La determinación del momento en que se ha de efectuar la invocación exigida no puede quedar a la libre voluntad de la parte, de modo que “el momento procesal oportuno para efectuar la invocación en el previo procedimiento judicial es el inmediatamente posterior a aquél en que se produzca la pretendida lesión (71), sin perjuicio de reiterarla en la posterior cadena de recursos”. La pronta y formal invocación en el proceso ordinario del derecho fundamental que se estima vulnerado hace posible su inmediata e idónea reparación por el órgano judicial al que se reprocha la infracción; evita la reprobación constitucional de una actuación judicial sobre cuya irregularidad no había sido advertido su agente; estratifica racionalmente la jurisdicción de amparo y, con ello, posibilita la plena subsidiariedad y la propia funcionalidad de la jurisdicción constitucional; y, en fin, preserva el itinerario procesal posible de la cuestión que tiene por centro un derecho fundamental y, por ello, su completo debate y análisis por las partes implicadas en el proceso por el órgano judicial directamente afectado y por los demás órganos judiciales con jurisdicción en el mismo.




    Sólo se cumple el requisito si esta invocación se hace efectivamente “tan pronto como, una vez conocida la violación, hubiere lugar para ello” y en el curso del proceso y si el derecho que se dice vulnerado es el mismo que aquí se pretende hacer valer ante el TC y la vulneración se argumenta también por las mismas razones (72). La carga de haber invocado formalmente en el proceso el derecho constitucional vulnerado, ha de ser cumplida por el agraviado tan pronto como, una vez conocida la violación, hubiere lugar para ello, carga cuyo incumplimiento produce un efecto obstativo e impide el enjuiciamiento de los temas a los cuales afecte. El sitio y el momento adecuados como sede previa y ocasión oportuna para la protesta o denuncia de los vicios o defectos es, en principio, el momento mismo de la producción y en el acto o, en otro caso, por medio de la interposición del recurso correspondiente (reposición, súplica, apelación...) que, a su vez, en algún caso, sirve para cumplir simultáneamente el otro presupuesto formal de este remedio subsidiario del amparo. Por lo tanto, el marco natural en el que ha de intentarse la reparación del derecho constitucional vulnerado por la actuación del órgano jurisdiccional es el mismo proceso judicial previo, cuando éste aún se encuentra pendiente, donde deben invocarse y, en su caso, repararse las vulneraciones de los derechos fundamentales que hayan podido originarse, precisamente, en la sustanciación del proceso mismo, salvo que no esté abierta otra vía para remediar la vulneración actual del derecho que el recurso de amparo. Y será cuando el proceso haya finalizado(o dicho en otras palabras, cuando no quepa acudir a instancia judicial alguna que pueda apreciar y reparar la vulneración del derecho fundamental) cuando se habrá agotado la vía judicial previa y cabrá, por consiguiente, acudir a este Tribunal en demanda de amparo constitucional (73).




    NB. Si en el recurso de apelación se ha denunciado el derecho fundamental vulnerado, y, en el recurso de amparo no, es admisible y se cumple el requisito del art.44.1 de LOTC.




    




    4º) INCIDENCIAS DEL REQUISITO DEL AGOTAMIENTO DE LA VÍA JUDICIAL PREVIA EN RELACIÓN CON ALGUNOS RECURSOS Y DETERMINADOS SUPUESTOS Y EL CRITERIO DEL TC AL RESPECTO:




    a) RECURSO DE NULIDAD DE ACTUACIONES: Desde la LO.5/97, de 4 de diciembre, el art.240 de LOPJ ha sufrido unas modificaciones por la LO.13/99, que han dado nueva redacción a los números 3 y 4 del mismo artículo. Este precepto regulaba un incidente de nulidad de actuaciones, utilizable excepcionalmente frente a las sentencias o resoluciones que no sean susceptibles de otro recurso judicial, y que constituía un remedio procesal idóneo para obtener la reparación de la indefensión sufrida por la “incongruencia del fallo” en que aquéllas incurrían, de lo que se seguía que en los casos en que la vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva que se alegaba se fundía en la existencia de un vicio ordinaria a través del sistema general de recursos que quepaban contra la sentencia o resolución de que se trate, antes de acudir al recurso de amparo debía intentarse la tutela del derecho fundamental que se consideraba vulnerado mediante la interposición del incidente o recurso de nulidad previsto en el art.240.3 LOPJ, sin cuyo requisito la demanda de amparo devendría inadmisible, conforme a los arts.44.1.a) y 50.1.a) LOTC, por falta de agotamiento de todos los recursos utilizables dentro de la vía judicial.También el TC ha venido incluyendo, entre los recursos y remedios procesales exigibles para cumplir el requisito previsto del art.44.1.a) LOTC, el incidente de nulidad de actuaciones del art.241 LOPJ que, desde la modificación operada por la Ley Orgánica 19/2003, constituye un remedio destinado a reparar los defectos de la resolución no recurrible que originen cualquier vulneración de un derecho fundamental, entre ellos, la incongruencia omisiva en que puedan incurrir las resoluciones judiciales. Del mismo modo, el mismo Tribunal ha señalado en varias ocasiones, que el incidente de nulidad constituye un medio igualmente idóneo para denunciar la incongruencia que el establecido en el art.215.2 LEC, precepto que recoge la posibilidad de solicitar el complemento de las “sentencias o autos que hubieren omitido manifiestamente pronunciamientos relativos a pretensiones oportunamente deducidas y sustanciadas en el proceso”.




    Con la última reforma operada por la Ley Orgánica 6/2007, el incidente de nulidad de actuaciones asume, tras la configuración del nuevo amparo constitucional, una función esencial de tutela y defensa de los derechos fundamentales que puede y debe ser controlada por el TC cuando las hipotéticas lesiones autónomas que en él se produzcan tengan “especial trascendencia constitucional”. No puede considerarse como un mero trámite formal previo al amparo constitucional sino como un verdadero instrumento procesal que, en la vía de la jurisdicción ordinaria, podrá remediar aquellas lesiones de derechos fundamentales que no hayan “podido denunciarse antes de recaer resolución que ponga fin al proceso y siempre que dicha resolución no sea susceptible de recurso ordinario ni extraordinario” (art.241.1 LOPJ). De esta forma, se configura por el legislador el sistema de garantías de los derechos fundamentales encomendado a los Jueces y Tribunales como guardianes naturales y primeros de dichos derechos, a los que confiere un mayor protagonismo en su protección (ampliación del incidente de nulidad de actuaciones), y culminado por el TC que, además de garante último, es su máximo intérprete (arts.53.2 y 123 CE y 1.1 LOTC). Por tanto, las decisiones de inadmisión del incidente de nulidad de actuaciones, cuando es procedente su planteamiento, implican la preterición del mecanismo de tutela ante la jurisdicción ordinaria. En efecto, la LO.6/2007, modificó la redacción del art.241.1 LOPJ, que regula el incidente de nulidad de actuaciones. Su finalidad fue ampliar el ámbito objetivo del incidente, limitado en la anterior redacción de la LO.19/2003 a los supuestos de defectos de forma que hubieran ocasionado indefensión e incongruencia del fallo, y posibilitando que el incidente pudiera ser utilizado para denunciar la vulneración de cualquier derecho fundamental susceptible de amparo constitucional (art.53.2 CE). La propia exposición de motivos de la citada LO.6/2007 así lo expresa al afirmar que “se introduce una configuración del incidente de nulidad de actuaciones mucho más amplia, porque se permite su solicitud con base en cualquier vulneración de alguno de los derechos fundamentales referidos en el artículo 53.2 de la Constitución en lugar de la alegación de indefensión o incongruencia prevista hasta el momento. Por tanto, el vicio de incongruencia omisiva se incluye en el ámbito objetivo del incidente, puesto que supone una vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva del art.24.1 CE cuando el órgano judicial omite toda consideración sobre una alegación fundamental planteada oportunamente por las partes, salvo que quepa interpretar razonablemente el silencio judicial como una desestimación tácita”.




    En definitiva, el incidente de nulidad de actuaciones sirve, como así ha querido el legislador orgánico, para reparar aquellas lesiones de cualquier derecho fundamental que no puedan serlo a través de los recursos ordinarios o extraordinarios previstos por la ley; su función en materia de tutela de derechos es, por tanto, la misma, en el ámbito de aplicación que le otorga el art.241.1 LOPJ, que la realizada como consecuencia de la interposición de un recurso ordinario o extraordinario y como tal debe ser atendida por los órganos judiciales. Y como afirmó el TC en sus sstc.107/2011(fj5);153/2012(ffjj3y4);9/2014(fj4);204/2014(fj3);que “el protagonismo otorgado por la LO.6/2007 a los Tribunales ordinarios acentuando su función como primeros garantes de los derechos fundamentales en el Ordenamiento Jurídico, con el fin de lograr que la tutela y defensa de esos derechos por parte del TC sea realmente subsidiaria, debe ser puesta en conexión con la especial trascendencia constitucional a que hizo referencia la stc.43/2010(fj5), al afirmar que “el incidente de nulidad de actuaciones era un instrumento idóneo para la tutela del derecho fundamental en cuestión, y que su resolución debía tener presente que (de no tener el caso trascendencia constitucional) se trataría de la última vía que permitiría la reparación de la vulneración denunciada”. Ya se señaló en la STC.155/2009, y reiterado en la stc.107/2011(fj5), que en el requisito de la especial trascendencia constitucional “ se plasma la opción del legislador, en el ejercicio de la habilitación que constitucionalmente le confiere el art.61.1.b) CE, en relación con su art.53.2, por una nueva configuración del recurso de amparo, toda vez que, en principio, tras la reforma llevada a cabo, la mera lesión de un derecho fundamental o libertad pública tutelable en amparo ya no será por sí sola suficiente para admitir el recurso, pues es imprescindible, además, su especial trascendencia constitucional, frente a la configuración por la que esencialmente se caracterizaba en su anterior regulación, en tanto que recurso orientado primordialmente a reparar las lesiones causadas en los derechos fundamentales y libertades públicas del demandante susceptibles de amparo”. Y es a través de la nueva regulación ampliada del incidente de nulidad de actuaciones como se refuerza el protagonismo que han de asumir los Jueces y Tribunales ordinarios como guardianes naturales y primeros de los derechos fundamentales y el carácter subsidiario del recurso de amparo (74).




    b) EN RELACIÓN CON EL RECURSO DE CASACIÓN Y RECURSO POR INFRACCIÓN DE LEY: Dice la stc.139/96(fj3): “Como hemos señalado en la s.17/95 al recurrente “para llegar a esta sede constitucional le correspondía la carga, en su exacta acepción jurídica, de intentar ese medio de impugnación “de manera que “como presupuesto de este proceso de amparo hubiera bastando la mera tentativa, al margen de su viabilidad” ya que “no es el resultado lo importante sino que se agoten todos los recursos utilizables dentro de la vía judicial..., sean ordinarios o extraordinarios, pero permitan, en su caso, una reparación adecuada de las lesiones de los derechos fundamentales que se denuncian” (75).




    c) RECURSO DE UNIFICACIÓN DE DOCTRINA EN EL ÁMBITO LABORAL: La subsidiariedad del amparo tan sólo impone la previa formalización del recurso de casación para la unificación de doctrina cuando no quepa duda respecto de la procedencia y posibilidad real y efectiva de interponerlo, así como de su adecuación para reparar la lesión de los derechos fundamentales invocados en la demanda de amparo (76). Por lo que según ha reiterado el TC “...Este Tribunal ha reiterado que dicho recurso es cauce especialmente idóneo para la reparación de las vulneraciones del art.24 CE” (77). Además, tiene declarado el TC que no basta con alegar la abstracta procedencia del recurso de casación para la unificación de doctrina, sino corresponde a la parte que pretende hacer valer su no interposición como motivo de inadmisibilidad de la demanda el acreditar la posibilidad de recurrir a esta extraordinaria vía, debiéndose abstener de efectuar vagas invocaciones sobre la procedencia del recurso, pues es claro que la diligencia de la parte para la tutela de su derecho ante los tribunales ordinarios no alcanza a exigirle, a priori, la interposición de recursos de dudoso viabilidad.” (78). Y es doctrina reiterada del TC que las exigencias del principio de seguridad jurídica (art.9.3 CE) han de armonizarse con el respeto al pleno contenido del derecho a la tutela judicial efectiva (art.24.1 CE), lo que conduce a una aplicación restrictiva del concepto de recurso improcedente, circunscrita a los casos en que tal improcedencia derive de manera terminante, clara e inequívoca del propio texto legal, sin dudas que hayan de resolverse con criterios interpretativos de alguna dificultad. Y según palabras del TC: “la inadmisión del recurso de casación para la unificación de doctrina por parte del TS no comporta que haya de tenerse por manifiestamente improcedente o dilatoria (su interposición) a efectos del cómputo del plazo para recurrir en amparo” (79).




    Y una reiterada y consolidada doctrina constitucional, según la cual la vía judicial previa sólo puede considerarse efectivamente agotada y, en consecuencia, abierta la del proceso constitucional de amparo cuando los recursos jurisdiccionales pertinentes y útiles se hayan interpuesto en tiempo y forma, ya que si se interponen extemporáneamente o sin cumplir los requisitos procesales exigibles, el órgano judicial llamado a resolverlos se verá privado de la posibilidad de entrar en el conocimiento y resolución de los temas de fondo, no pudiendo en tales circunstancias reparar la lesión constitucional que, en su caso, pudiera ser después susceptible de impugnación en el proceso de amparo constitucional, lo que es contrario a la naturaleza subsidiaria del recurso de amparo (80). De modo que el fracaso de los recursos idóneos para obtener la reparación del derecho constitucional supuestamente vulnerado equivaldría a su no utilización cuando tal fracaso sea imputable a la conducta procesal del recurrente (81) e implica el no agotamiento de la vía judicial previa y de igual forma se aplicaría a la presentación extemporánea de un recurso. Y sostiene el TC que, en tales casos, ha de entenderse cumplido el requisito del agotamiento de la vía judicial previa (art.44.1.a) LOTC) sobre la base de la aplicación del principio pro actione, que ha venido informando la jurisprudencia constitucional sobre objeciones formuladas a la demanda de amparo, vinculadas a la interposición defectuosa del recurso de casación para la unificación de doctrina, o a su falta de interposición (82).




    d) EN RELACIÓN CON EL RECURSO EXTRAORDINARIO DE REVISIÓN: Dice la stc. 93/84 (fj2): “el Tribunal ha recordado que no constituye una nueva instancia, sino que dado su carácter extraordinario tiene un ámbito limitado y sólo puede interponerse por causas tasadas, de aquí que sólo sea exigible haberlo agotado cuando la vulneración del derecho fundamental que se plantea ante el tribunal por el solicitante del amparo hubiera podido examinarse en el recurso de revisión por coincidir con alguno de los motivos tasados que dan lugar al mismo. Por último, el TC ha indicado también que la falta de agotamiento de tal vía impide entrar en el examen de la violación del derecho fundamental que pudo ser remediada en el recurso de revisión, pero no afecta al enjuiciamiento de otras vulneraciones de derechos fundamentales susceptibles de amparo sólo se considera como requisito previo al de amparo en relación a aquellas violaciones de derechos fundamentales alegadas por el actor” (83).




    e) EN RELACIÓN CON EL RECURSO DE SUPLICACIÓN COMO EXIGENCIA DE AGOTAMIENTO DE LA VÍA JUDICIAL PREVIA (ART.189.1.D) LPL): Dice el TC en su stc.128/2002 (ffjj.2y3): “A la hora de comprobar si se ha cumplido este requisito procesal, este Tribunal debe partir del hecho cierto de que la determinación de los supuestos en los que cabe un recurso es una cuestión de legalidad que, en última instancia, debe ser resuelta por el tribunal competente (s.211/99(fj2). No obstante, en la medida en que lo dispone la LOTC debe necesariamente ejercer un control sobre el cumplimiento de los requisitos de admisibilidad de las demandas de amparo y, más en concreto, sobre la necesidad de haber agotado la vía judicial previa, que nos obliga a un pronunciamiento ad causam sobre la necesidad o no de haber interpuesto, contra la resolución que ahora se impugna, un recurso de suplicación (por todas, stc.229/94(fj1), si bien nuestro control debe limitarse a examinar si el recurso era razonablemente exigible” (82). Esta razonabilidad se traduce en que, aunque en ningún momento puede quedar al arbitrio del recurrente o de su dirección letrada la estimación de si es o no necesario interponer un determinado recurso para entender agotada la vía judicial previa, el presupuesto procesal del agotamiento no puede configurarse como la exigencia de interponer cuantos recursos fueren imaginables, bastando para darlo por cumplido con la utilización de aquéllos que “razonablemente puedan ser considerados como pertinentes sin necesidad de complejos análisis jurídicos” (entre otras,ss.114/92 (fj2);51/ 2000(fj2). No se trata, por tanto, de establecer con total precisión si un recurso es o no procedente, sino de decidir si era razonablemente exigible su interposición pues, como también hemos señalado, “cuando la determinación del recurso procedente requiere un razonamiento excesivamente complejo no puede exigirse al ciudadano que supere esas dificultades de interpretación” (85).




    f) ADHESIÓN AL RECURSO DE APELACIÓN: En un supuesto de falta de traslado del escrito de adhesión del fiscal a la apelación, dice el TC en su stc.46/2005(fj2):“…no existe en la LECRM una especial regulación del trámite a seguir cuando se formula adhesión a la apelación interpuesta por el apelante principal. De ahí que, pudiendo existir una duda razonablemente objetiva acerca de la idoneidad del incidente de nulidad de actuaciones previsto en el art.240.3 LOPJ con fundamento en la inobservancia de un traslado para alegaciones que no ha previsto expresamente el legislador, la falta de utilización de este remedio procesal no puede acarrear una consecuencia de tanta trascendencia como la inadmisión de la demanda de amparo por falta de agotamiento de la vía judicial previa exigido por el art.44.1.a) de la LOTC. Según hemos afirmado en reiteradas ocasiones (por todas s.159/2004) los recursos de utilización previa obligada son sólo aquellos cuya procedencia se desprenda de modo claro y terminante del tenor de las previsiones legales y, además, que dada su naturaleza y finalidad sean adecuados para reparar la lesión presuntamente sufrida. De este modo, continuábamos diciendo en la aludida sentencia (en la que además citábamos las sstc.87/2002(fj2);87/2003(fj3)), existiendo una duda fundada sobre la admisibilidad del incidente en casos como el ahora examinado no resulta razonable exigir al recurrente que afronte los riesgos de extemporaneidad que pudieran resultar de su inadmisión”.




    g) RECURSO DE ACLARACIÓN: La aclaración de sentencias prevista en los arts.267 LOPJ y 363 LEC constituye un remedio procesal hábil exclusivamente para corregir algún concepto oscuro o suplir cualquier omisión de las resoluciones judiciales, subsanando o rectificando errores materiales manifiestos o aritméticos en que incurrieran dichas resoluciones, por lo que no puede servir nunca para modificar o alterar el fallo de las resoluciones que han alcanzado firmeza, con vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva del art.24.1 CE (86).




    Es reiterada doctrina constitucional de “que el plazo para la interposición del recurso de amparo establecido en el art.44.2 LOTC es un plazo de derecho sustantivo de caducidad, improrrogable, no susceptible de suspensión y, por consiguiente, de inexorable cumplimiento, que ha de computarse desde que se tiene conocimiento de la decisión lesiva del derecho fundamental o de la resolución del medio impugnatorio articulado contra ella, sin que sea admisible una prolongación artificial de la vía judicial previa a través de la interposición de recursos manifiestamente improcedentes o legalmente inexistentes contra una resolución firme” (87). Pues a estos efectos, los recursos manifiestamente improcedentes provocan “una ampliación indebida del plazo legal para interponer el recurso de amparo” y determinan, en consecuencia, su inadmisibilidad por extemporaneidad (arts.44.2 y 50.1.a) LOTC) (88). Incide, igualmente, la aplicación de dos manifestaciones del derecho a la tutela judicial efectiva: de un lado, el derecho de los ciudadanos a utilizar cuantas acciones y recursos consideren útiles para la defensa de sus derechos e intereses, incluso los de dudosa procedencia (89) y, de otro, el derecho a que no se modifiquen las resoluciones judiciales dictadas en un proceso fuera de los cauces legales previstos para ello (90).




    El TC es consciente de que el promovente del amparo se encuentra en ciertos casos ante una dualidad de planteamientos, ya que si no utiliza todos los recursos posibles en la vía judicial ordinaria podrá ver inadmitido un recurso de amparo, y si se excede en la formulación de aquéllos, ejercitando alguno que no es procedente, la demanda de amparo podrá incurrir en inadmisión, en tanto que extemporáneamente formulada (91). En relación con la posibilidad de utilizar la aclaración de la sentencia, se ha de ser consciente, de un lado, de que se trata de un remedio excepcional y no de un recurso en sentido estricto, y, de otro, de que, debido a la necesidad de salvaguardar el carácter inmodificable de las resoluciones judiciales firmes como contenido inherente también del derecho a la tutela judicial efectiva, “la figura de la aclaración está sometida a una rigurosa interpretación restrictiva” (92).




    En orden a la armonización de los diferentes derechos tales como el derecho a la tutela judicial efectiva, el derecho de los ciudadanos a utilizar cuantas acciones y recursos consideren útiles para la defensa de sus derechos e intereses, incluso los de dudosa procedencia y el derecho a que no se modifiquen las resoluciones judiciales dictadas en un proceso fuera de los cauces legales previstos para ello, el TC ha declarado, en primer lugar, que a los efectos de entender prolongado indebidamente el plazo para la interposición del recurso de amparo, sólo han de reputarse improcedentes aquellos recursos en los que la improcedencia “sea evidente, esto es, constatable prima facie sin intervención de dudas interpretativas que sea necesario despejar por medio de criterios no absolutamente indiscutibles, ya que el respeto debido al derecho de la parte a utilizar cuantos recursos considere útiles para la defensa de sus intereses impide exigirle que se abstenga de emplear aquéllos cuya improcedencia sea razonablemente dudosa”, “siempre que no se vislumbre en ello una intención meramente dilatoria o defraudadora del carácter preclusivo y perentorio del plazo para demandar en amparo” (93), y, en consecuencia, que asuma el riesgo de incurrir en una falta de agotamiento de la vía judicial previa que determinaría la inadmisión del recurso de amparo por incumplimiento del requisito prevenido en el art.44.1.a) LOTC (94). En segundo término, este Tribunal tiene asimismo declarado que debe permitirse la utilización de cuantos recursos se consideren útiles para la defensa de los intereses, incluso de los de dudosa procedencia, “siempre que no se vislumbre en ello una intención meramente dilatoria o defraudadora del carácter preclusivo y perentorio del plazo para demandar en amparo” (95). De manera que “un recurso de amparo puede ser tenido por extemporáneo cuando la parte haya hecho uso de un recurso judicial improcedente, siempre que esta improcedencia sea manifiesta y notoria, de forma tal que resulte palmario el ánimo de dilatar artificiosamente el plazo legalmente fijado para la interposición de la demanda”. De ahí que la perspectiva subjetiva es “sin duda fundamental al valorar la conducta procesal del demandante” (96).




    h) RECURSO AUDIENCIA AL REBELDE: El TC ha considerado que el recurso de audiencia de rebeldía no se encuentra incluido entre aquellos que, con carácter general, son exigibles para entender agotada la vía judicial. Al respecto es preciso traer a colación la reiterada doctrina de este TC: según el denominado recurso de audiencia al rebelde constituye un cauce adecuado para que los tribunales del orden jurisdiccional competente conozcan y resuelvan una vez dictada sentencia sobre las situaciones de indefensión provocadas por el incumplimiento de las garantías procesales exigibles en los emplazamientos, siempre que no se pueda utilizar frente a ellas ningún recurso por ser ya firmes y que aquél resulte viable con arreglo a las normas procesales concretamente aplicables. En tales casos, exigencias derivadas tanto del principio de subsidiariedad del recurso de amparo (art.53.2 CE), como de los principios de inmediación y celeridad, han de obligar a las partes a agotar la vía judicial ordinaria mediante la interposición del recurso de audiencia al rebelde (97).




    Aunque este remedio procesal no tiene naturaleza de recurso ordinario y ni siquiera de recurso, puesto que es, simplemente un medio extraordinario rescisorio de sentencias firmes, como lo es el recurso de revisión, le es aplicable lo ya declarado por el TC, esto es, “que los medios de impugnación extraordinarios son también exigibles para considerar agotada la vía judicial previa cuando se trata, precisamente, de uno de los supuestos para cuya reparación está establecida la concreta vía extraordinaria de que se trate y el amparo se refiere a aquél” (98). Ahora bien, dado que art.44.1.a de LOTC no obliga a utilizar en cada caso todos los medios de impugnación, sino tan sólo aquellos normales que de manera clara se manifiesten ejercitables y razonablemente exigibles, pues no se trata de que antes de impetrar el amparo constitucional se interponga cualquier recurso imaginable, sino sólo aquellos que, siendo procedentes según las normas procesales concretamente aplicables, permitan una reparación adecuada de la denunciada lesión del derecho fundamental en juego, la procedencia de la audiencia al rebelde queda supeditada, en todo caso, a la concurrencia de los requisitos legales a los que se encuentra subordinada su interposición, no resultando exigible, en consecuencia cuando no concurran dichos requisitos, pues en tal caso es notoriamente improcedente e inadecuada para los fines pretendidos por el recurrente (99).




    i) EN RELACIÓN CON LOS RECURSOS DE SÚPLICA: En su stc.192/2001(fj3)y en sentido similar las ss.72/2004(fj3);82/2004(fj3);98/2004(fj3);188/2006(fj3); dice el TC:“...este Tribunal ha señalado reiteradamente que no puede entenderse que con esta regla aluda a todos los medios impugnatorios posibles o imaginables, sino tan solo aquéllos que, estando a disposición de las partes y siendo adecuados para preservar la reparación del derecho fundamental que estima vulnerado, puedan ser considerados como normalmente procedentes de acuerdo con la legislación procesal, sin necesidad de complejos análisis jurídicos (ss.114/92(fj2);43/98(fj2);AATC.358/92;717/84). Este Tribunal ha señalado que el aseguramiento de su carácter subsidiario, exige que el recurso de amparo no quede abierto en tanto no se hayan agotado los recursos utilizables en la vía ordinaria, de modo que no cabe recurso de amparo contra decisiones judiciales que al mismo tiempo sean objeto de impugnación en la vía ordinaria, pues dado el carácter subsidiario del recurso de amparo es imposible la coexistencia temporal de un recurso de este género con otro seguido en la vía judicial ordinaria (ATC.65/85). De modo que no puede coexistir el procedimiento abierto en la vía judicial ordinaria y el amparo constitucional sobre lo que es materia concreta de ambos, anomalía que acontece, cuando se inicia el proceso de amparo antes de que se resuelvan los recursos interpuestos en la vía judicial ordinaria contra la resolución jurisdiccional que se recurre en amparo (ss.129/2000(fj2);225/2000;ATC.350/84,entre otras muchas)”.




    j) EN RELACIÓN CON EL INCIDENTE DE RECUSACIÓN DE UN JUEZ O MAGISTRADO: La recusación del juez o magistrado de cuya imparcialidad se duda es, un remedio procesal útil para evitar la lesión del derecho a un juez imparcial, y por ello, cuando la misma es posible por conocerse la causa con carácter previo al enjuiciamiento, es exigido plantearla para entender agotados los recursos judiciales e invocada la supuesta lesión antes de demandar el amparo (100). En su stc.231/2002(ffjj3y5) dice:“... este Tribunal ha venido considerando de manera constante que la recusación del juez o magistrado de cuya imparcialidad se duda es normalmente un remedio procesal idóneo para evitar la consumación de la lesión del derecho fundamental a un juez imparcial (art.24.2 CE). Consecuentemente, cuando es posible formularla por conocerse de recusación con carácter previo al enjuiciamiento, es posible plantearla para entender agotados los recursos judiciales e invocada la supuesta lesión antes de demandar el amparo constitucional (por todas, s. 162/99(fj2), y las numerosas resoluciones allí citadas). Siempre en la línea de principio, ello no implica transformar el incidente de la recusación en un requisito procesal insoslayable para la interposición del recurso de amparo, dotándolo de una relevancia constitucional de la que de suyo carece. Antes al contrario, lo que importa desde la perspectiva de la naturaleza subsidiaria del amparo, que se refleja en el art.44.1.a) en relación con el art.44.1.c) LOTC, es que se haya dado a los órganos judiciales la oportunidad de reparar la lesión cometida y restablecer en sede jurisdiccional ordinaria el derecho fundamental que se dice vulnerado (sstc.93/2002(fj3);136/2002(fj2);Y STEDH de 28/10/98:caso Castillo Algar vs. España)”.




    K) EN RELACIÓN CON LA RECLAMACIÓN PREVIA EN MATERIA LABORAL: Dice la stc. 355/93(fj2): “Reiteradamente ha declarado este Tribunal que el derecho a la tutela judicial efectiva normalmente se satisface mediante la obtención de una resolución fundada en derecho, que podrá ser de inadmisión cuando concurra alguna causa legal y así lo acuerde el órgano judicial en aplicación razonada y razonable de la misma. Más concretamente, existe también un amplio acervo jurisprudencial acerca de la compatibilidad del art.24.1 CE con el establecimiento de requisitos previos para acceder a la jurisdicción como es la reclamación administrativa previa. De un lado, porque en ningún caso excluye el conocimiento jurisprudencial de la controversia, sino que meramente aplaza la intervención de los órganos judiciales. De otro, porque el obstáculo obedece a razonables finalidades de protección de otros bienes o intereses constitucionales; en efecto, al poner en conocimiento de la Administración el contenido y fundamento de la pretensión, se le da la oportunidad de resolver directamente el litigio, evitando así la vía judicial (sstc.21/86;60/89;217/91;70/92;65/93; 120/93;122/93).




    Ahora bien, la reclamación previa se justifica en tanto que permite cumplir tales objetivos, pero, cuando sus finalidades han quedado materialmente satisfechas, fundar en la inobservancia del trámite preprocesal la negativa a dictar un pronunciamiento sobre el fondo de la pretensión ejercitada, pugna con el derecho a la tutela judicial efectiva. Por ello, hemos declarado incompatibles con los mandatos constitucionales la doble vía administrativa prevista en el art.4 de la O.M.de 5/7/71 (s.60/89), y considerado rigoristas y desproporcionadas las decisiones judiciales que apreciaron la falta de agotamiento de la reclamación previa en los supuestos en que, aun formulada la demanda antes de vencer el plazo para entenderla desestimada, en el día del juicio ya había transcurrido, y en este acto la Administración adoptó una postura procesal de oposición a la pretensión actora (ss.120/93;122/93;144/93 y 191/93)”.




    L) CON LAS DILACIONES INDEBIDAS: Es doctrina del TC según la cual: “no puede plantearse directamente mediante el recurso de amparo sin haber demandado previamente ante el órgano judicial causante de dilaciones” (101).




    M) EN RELACIÓN CON LA PRESENTACIÓN DE AMPARO CUANDO PENDE UN CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO: Dice la stc.44/2002(fj2):“...el mero hecho de que en el momento de la formalización del recurso de amparo estuviera pendiente la decisión de un proceso ante un órgano judicial, instado por los mismos demandante de amparo, con el mismo objeto, y en el que se formulaban las mismas pretensiones que en el proceso constitucional, conduce inexorablemente a la inadmisión de éste. En efecto, haciendo abstracción de la adecuación en este caso de la vía de amparo del art.42 LOTC, alegada por los recurrentes, lo cierto es que puede acudir ante este TC por la vía del recurso de amparo quien ha considerado procedente la utilización de la vía judicial, en tanto éste no haya concluido, pues en caso contrario se estaría afectando a la naturaleza subsidiaria del recurso de amparo, respecto de la cual este Tribunal ha puesto reiteradamente de manifiesto la esencial importancia de los fines a los que sirve. En este sentido, la s.192/2001, tras destacar que los requisitos de admisibilidad de la demanda de amparo deben ser examinados teniendo en cuenta como marco temporal de referencia el momento en que fue presentada (sin perjuicio, por supuesto, de que determinadas circunstancias acaecidas con posterioridad puedan también ser relevantes al efecto), señala que es imposible la coexistencia temporal de un recurso de amparo con la vía judicial, siendo necesario esperar a la conclusión de ésta para acudir ante este TC en sede de amparo, de manera que para que entre en funcionamiento la justicia constitucional es preciso que estén agotadas las vías judiciales” (102).




    N) EN RELACIÓN CON EL PROCEDIMIENTO DE LA L.62/78: En la stc.143/2003(fj2), dice el TC: “En efecto, según doctrina de este Tribunal, construida en torno al procedimiento de la L.62/78, cuando se ha intentado la protección del derecho fundamental, y no se ha conseguido, hay que entender agotada la vía judicial previa, quedando expedita la vía constitucional. A tal fin, resultaría indiferente que la pretensión se haya frustrado con base en estimaciones procesales o en consideraciones de fondo, incluido el supuesto de que la jurisdicción haya declarado inadecuada la vía de la L.62/78, pues también en este caso la decisión judicial estaría declarando que estima inexistente la vulneración de los derechos fundamentales invocados, y esta declaración es, precisamente, la que abre el cauce procesal subsidiario del recurso de amparo. Por ello, en tales casos, este Tribunal ha afirmado que, una vez intentada la vía especial de protección de los derechos fundamentales, no procede devolver las actuaciones al órgano judicial que inadmitió el recurso por ese procedimiento, sino que debe entenderse agotada la vía judicial procedente y entrarse directamente a decidir el fondo del amparo constitucional (por todas,ss.148/86(fj3);35/87(fj2);363/93(fj2).




    Sin embargo, la doctrina expuesta no puede extenderse sin más a todos los casos en los que se haya promovido previamente un procedimiento especial de protección jurisdiccional de los derechos fundamentales, con independencia de la pretensión formulada por los demandantes de amparo, como acredita la consideración de los asuntos a raíz de los cuales se ha consolidado. En efecto, el examen de los casos resueltos por este Tribunal en los que se plasmó la tesis en la que acudimos a dicha interpretación en supuestos en los que los recurrentes adujeron, cumulativamente, la vulneración del art.24 CE y de los derechos fundamentales sustantivos que se habían planteado previamente en el procedimiento de la L.62/78 (ss.31/84;148/86;35/87;47/90; 64/91;160/91), o en casos en los cuales, habiendo alegado los demandantes de amparo únicamente la lesión de derechos fundamentales sustantivos, se suscitó la posible falta de agotamiento de la vía previa por haber recaído en el procedimiento de la L. 62/78 una resolución de inadmisión (ss.12/82, y 114/2002), o por último, en asuntos en los que concurran ambas circunstancias (s.363/93). De manera inequívoca la s.363/ 93(fj2), puso expresamente de relieve el presupuesto de aplicación de la doctrina de referencia al decir: “en casos como el presente, en el que junto a la pretensión relativa al derecho fundamental sustantivo se invoca el art.24 CE y se solicita la nulidad de la resolución judicial de inadmisión del recurso interpuesto por la vía de la L.62/78, debe concluirse (como declaramos en nuestra s.31/84) que pierde sentido la invocación del art.24.1 CE y se abre el camino para considerar la pretensión de fondo”. En consecuencia, sólo cabe excluir el examen de las quejas relativas al art.24 CE cuando se planteen conjuntamente con los derechos que fueron objeto del procedimiento especial de protección jurisdiccional de los derechos fundamentales, pues es en tales casos en los que carece de sentido alegar que en el proceso previo se ha cometido una violación del derecho a la tutela judicial, cuya estimación produciría la reapertura del mismo, siendo así que, por haberse planteado ya ante este Tribunal la cuestión procesal, puede y debe resolverse sin más dilación, entendiendo que la vía judicial ya ha cumplido su finalidad” (103).




    O) EN RELACIÓN CON UNA RESOLUCIÓN INTERLOCUTORIA: En su stc.63/96 dice el TC: “...este Tribunal viene señalando al respecto en reiterada y constante doctrina de la que pueden señalarse como exponente, entre otras resoluciones, las ss.32/94;147/94; o 174/94, y los más recientes AATC.168/95;y 173/95, que no puede estimarse cumplido el requisito de agotamiento de la vía judicial previa que establece el citado precepto de la LOTC, cuando la queja se deduce frente a resoluciones judiciales dictadas en el seno de un proceso penal que no ha finalizado y que se encuentra aún en la fase instructora, pues, es necesario, en el respeto a la naturaleza subsidiaria propia del recurso de amparo, plantear dicha cuestión y dar posibilidad a los órganos judiciales de pronunciarse sobre tales vulneraciones antes de acudir en petición de amparo ante este Tribunal. Así, en la stc.147/94, se afirma que: “el recurso de amparo se configura como remedio estrictamente subsidiario, sólo procedentes cuando no hayan tenido éxito las restantes vías que el Ordenamiento ofrece para la reparación del derecho fundamental, alegadamente vulnerado ante los jueces o tribunales ordinarios...de forma que es el marco propio del proceso, cuando éste aún se encuentra pendiente, donde deben invocarse y, en su caso, repararse las vulneraciones de los derechos fundamentales que hayan podido originarse precisamente en la sustanciación del proceso mismo, salvo que no esté abierta otra vía para remediar la vulneración actual del derecho que el recurso de amparo. Y será cuando el proceso haya finalizado o, dicho en otras palabras, cuando no quepa acudir a instancia judicial alguna que pueda apreciar y reparar la vulneración del derecho fundamental, cuando se habrá agotado la vía judicial previa y cabrá, por consiguiente, acudir a este tribunal en demanda de amparo constitucional”.




    Asimismo, en la stc.32/94 se señala que “no cualquier desviación en los fines de toda instrucción criminal ha de ser reparada por este Tribunal intercalando el recurso de amparo entre los trámites exigidos por las normas procesales que hayan de cumplirse dentro de la vía judicial que está siguiendo...pues esa última reparación sólo puede tener lugar cuando la misma ya no sea posible en la vía judicial ordinaria...y que, tratándose de una diligencia sumarial, la posible vulneración de derechos fundamentales que con su práctica se haya podido ocasionar, puede ser alegada por la parte y examinada por los órganos judiciales en el acto de la vista (art.793.2 LECRM), así como reparada cualquier posible vulneración que haya tenido lugar en la sentencia que se dicte en su día”. En similares términos se pronuncia este Tribunal en la stc.174/94, al estimar que la demanda de amparo deducida contra resolución interlocutoria recaída en proceso penal es prematura por cuanto todavía existe, al alcance de los recurrentes, un medio adecuado de reparación, por lo que no puede considerarse agotada la vía judicial previa y no es posible examinar, en cuanto al fondo, la pretensión de amparo, que por esta razón ha de quedar imprejuzgada. Posteriormente, se reitera tal doctrina en los recientes AATC.168/95 y 173/95, a propósito de pretensiones de amparo deducidas igualmente en relación con un proceso penal en curso y respecto de la actuación del juez instructor.”.




    COMO RESUMEN de lo, anteriormente, expuesto se puede afirmar que la esencial importancia de los fines a los que sirve la naturaleza subsidiaria del recurso de amparo, con la consiguiente relevancia del requisito del agotamiento de la vía judicial previa recogido en el artículo 44.1 LOTC, ha sido reiteradamente puesta de manifiesto por el TC en numerosas resoluciones. También recuerda el TC que el art.53.2 CE atribuye la tutela de los derechos fundamentales, primeramente, a los tribunales ordinarios, por lo que la articulación de la jurisdicción constitucional con la ordinaria ha de preservar el ámbito que el Poder Judicial reserva la Constitución, de manera que el respeto a la precedencia temporal de la tutela de los tribunales ordinarios exige que se apuren las posibilidades que los cauces procesales ofrecen en la vía judicial para la reparación del derecho fundamental que se estima lesionado, de suerte que cuando aquellas vías no han sido recurridas el recurso de amparo resultará inadmisible. Y, en concreto, respecto del requisito del agotamiento de la vía judicial previa, señala el TC que esta exigencia, lejos de constituir una formalidad vacía, supone un elemento esencial para respetar la subsidiariedad del recurso de amparo y, en última instancia, para garantizar la correcta articulación entre este TC y los órganos integrantes del Poder Judicial, a quienes primeramente corresponde la reparación de las posibles lesiones de derechos invocadas por los ciudadanos, de manera que la jurisdicción constitucional sólo puede intervenir una vez que, intentada dicha reparación, la misma no se ha producido.




    También, la exigencia de agotar la vía judicial procedente no obliga a utilizar en cada caso todos los medios de impugnación posibles, sino tan sólo aquellos normales que, de manera clara, se manifiestan como ejercitables, de forma que no quepa duda respecto de la procedencia y la posibilidad real y efectiva de interponer el recurso, así como de su adecuación para reparar la lesión de los derechos fundamentales invocados en la demanda de amparo y, además, se requiere que su falta de utilización tenga origen en la conducta voluntaria o negligente de la parte o de los profesionales que le prestan su asistencia técnica. Por eso afirma el TC que el considerado requisito ha de ser interpretado de manera flexible y finalista, si bien es exigible, en cualquier caso, que el juez o tribunal se le haya dado la oportunidad de reparar la lesión cometida y de restablecer en sede jurisdiccional ordinaria el derecho constitucional vulnerado (104). Igualmente, hay que destacar que una reiterada y consolidada doctrina constitucional viene afirmando que la vía judicial previa sólo puede considerarse efectivamente agotada cuando los medios de impugnación pertinentes y útiles se hayan interpuesto en tiempo y forma, ya que si se interponen extemporáneamente o incumpliendo los requisitos procesales exigibles, el órgano judicial llamado a resolverlos se verá privado de la posibilidad de entrar en el conocimiento y resolución de los temas de fondo, no pudiendo en tales circunstancias reparar la lesión constitucional que, en su caso, pudiera ser después susceptible de impugnación en el proceso de amparo constitucional, lo que es contrario a la naturaleza subsidiaria del recurso de amparo; de este modo, el fracaso de los recursos idóneos para obtener la reparación del derecho constitucional supuestamente vulnerado equivaldría a su no utilización cuando tal fracaso sea imputable a la conducta procesal del recurrente.




    Finalmente, debe recordarse que con carácter general al demandante le corresponde acreditar el cumplimiento de los requisitos legales establecidos para la viabilidad del recurso de amparo y se le exige no sólo que no haya incurrido en falta de diligencia en la utilización del recurso, sino también que exponga al TC las razones que justifican que deba tenerse por agotada la vía judicial, por no resultarle imputable a estos efectos la frustración del recurso intentado, satisfaciendo así la carga que le corresponde de aportar, justificar y documentar debidamente el cumplimiento de todos y cada uno de los requisitos procesales que comporta la formulación de una demanda de amparo. Cuando la vía judicial procedente se frustra porque el recurso intentado no resulta admisible, ha de entenderse incumplido, en principio, el requisito de su agotamiento, deviniendo impracticable, por tanto, la vía de amparo ante este Tribunal. El TC no ha considerado agotados los recursos utilizables cuando la interposición adolece de irregularidades procesales que llevan a su inadmisión, ni tampoco cuando, una vez interpuestos, la inactividad de la parte provoca su desestimación. De modo que la frustración procesal de un recurso por causa imputable a la parte equivale a su no utilización y no basta con interponer el recurso útil, sino que es exigible hacer un uso efectivo del mismo, plantearlo correctamente en tiempo y forma, de manera que se hayan agotado las posibilidades de defensa que el Ordenamiento ofrece para que los órganos del Poder Judicial puedan poner remedio a la vulneración de los derechos fundamentales que se dice sufrida (105).
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